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PRESENTACION

El sistema de seguridad publica, procuracién y ad-
ministracién de la justicia en nuestro pais enfrenta
desde hace anos una serie de importantes retos
institucionales.

Entre los desafios sefalados por las comisiones de
derechos humanos y las agencias internacionales
resalta que la debilidad del sistema contribuye a
la impunidad, y que sobresalen la debilidad de
las fuerzas policiacas en todos los niveles guber-
namentales, la falta de profesionalizacién de las
agencias investigadoras, la insuficiencia de defen-
sores de oficio, la fragilidad institucional en los po-
deres judiciales estatales y la falta de vinculacién
del Poder Judicial federal con la sociedad.

En 2008, ante estos problemas existentes, el Con-
greso de la Unién y los congresos estatales apro-
baron una reforma constitucional que modifica
sustancialmente el sistema de procuracién y admi-
nistracién de la justicia penal. Todas las institucio-
nes involucradas tendrén que implementar cam-
bios radicales en un periodo de ochos afios.

En el Reporte cesor de este mes se hace un repa-
so de las lineas maestras del nuevo sistema y se
reportan los avances existentes en dicho tema en
el Poder Judicial federal, el Ministerio Publico, la
seguridad publica y las instituciones estatales. De
igual manera se ofrecen resultados de una encues-
ta nacional telefénica realizada por el cesor, en la
cual se indaga la opinién publica sobre inseguri-
dad y la reforma constitucional.

En el primer articulo se da cuenta de que la esencia
de la reforma constitucional puede resumirse en la
transformacién de un sistema cuasi inquisitorial a
uno acusatorio. Se trata de lograr que los juicios
sean conducidos por los jueces desde la validacién
de las pruebas presentadas por el Ministerio PU-
blico en presencia de las partes, hasta la posible
solucién de controversias previa a la sentencia.

Respecto a la seguridad publica, la reforma propo-
ne que las funciones de la policia, hasta ahora pre-

ventivas, puedan involucrarse en la investigacién y
sus elementos sean considerados en la estrategia
de la procuracién de justicia.

En los siguientes articulos se hace referencia a los
avances institucionales en cuanto a los plazos de-
terminados por la Constitucién. En el caso del Po-
der Judicial federal se han iniciado los cursos de
formacién y nombramientos de jueces de control,
pero se requieren recursos extras y el andlisis de los
cédigos que prevalecerdn, temas que no depen-
den de este poder.

Respecto al Ministerio Pdblico acaso el cambio mas
importante es la redefiniciéon de sus facultades en
lo que hace a la conduccién del proceso. El cambio
modifica el acento de la averiguacién previa y lo
concentra en la presuncién de inocencia absoluta
y la necesidad de presentar pruebas irrefutables de
culpabilidad. Los avances en esta transformacién
se perciben lentos y requieren de cambios no sélo
juridicos sino también politicos, dada la relevancia
y vinculo de la procuracién de justicia con el Poder
Ejecutivo.

En lo que se refiere a la seguridad publica, la refor-
ma constitucional modifica las responsabilidades
de los diversos niveles de gobierno, estableciendo
vinculos mds estrechos para lograr coordinacién
y eficiencia en el actuar de las corporaciones; de
igual modo permite que el sistema de procuraciéon
de justicia se beneficie de los resultados y sistemas
de la seguridad publica. En lo que se refiere a los
avances en estas dreas, actualmente se construyen
los acuerdos necesarios para definir la forma final
que tendrdn las leyes secundarias.

Los estados de la RepUblica muestran avances
diversos en la implementaciéon de las reformas
constitucionales; siete entidades se encuentran en
la etapa inicial y siete en la etapa de operacién,
el resto estd en las etapas de planeacién y pronta
entrada en vigor de las leyes secundarias. Los esta-
dos reportan diversas probleméticas en el proceso
de implementacién, situacién que permite concluir
que es necesaria una mayor atencién a los proce-
sos de puesta en marcha de la reforma.
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Finalmente, este Reporte presenta los resultados de
una encuesta nacional telefénica realizada por el
cesop, la cual reporta un bajo conocimiento de la
reforma més ambiciosa del sistema judicial desde

1917, situacién que amerita discutir los procedi-
mientos y los plazos para interiorizar entre el publi-
co en general los procedimientos y valores genera-
les del nuevo sistema.

Francisco J. Sales Heredia
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LAS LINEAS MAESTRAS DE LA REFORMA
PENAL Y DE SEGURIDAD PUBLICA

Efrén Arellano Trejo*

Este articulo describe los principales pro-
blemas del sistema de prevencién, per-
secucién y castigo de la delincuencia en
México y la relaciéon de esta problemdtica
con los objetivos y ejes rectores de la re-
forma penal y de seguridad publica apro-
bada en 2008. Para lograr su propésito,
este trabajo se divide en tres secciones: en
la primera se ofrece un resumen del diag-
néstico de los problemas a resolver en este
sistema; en la segunda se enuncian lo que
se consideran las lineas maestras de la re-
forma; en tanto que en la Gltima seccién
se describe el marco general definido para
aterrizar esta reforma.

I. El diagnéstico inicial

Antes de la reforma constitucional promulgada en
2008, el sistema de prevencién, persecucién y cas-
tigo de la delincuencia acusaba muchas deficien-
cias. Uno de los diagndsticos mds amplios sobre
este tema lo dio a conocer la Comisién Nacional
de Derechos Humanos (cNpH), en 2009, al difundir
su segundo informe especial sobre el ejercicio efec-
tivo a la seguridad puUblica. Entre sus conclusiones
este documento sefalé que “la impunidad que se
genera por la falta de cumplimiento de la ley, os-
cila en niveles del 98 al 99%, es decir, solamente
1% de las victimas del delito que existen en el pais,
aspiran a recibir justicia y probablemente a que se

"

les repare el dano”.

* Maestro en Comunicacién Politica por la unam. Investigador
del Area de Opinién Publica del cesor. Lineas de investigacién:
opinién publica, cultura politica, andlisis de medios de comu-
nicacién, y seguridad publica. Correo electrénico: efren.arella-
no@congreso.gob.mx

! Comisién Nacional de Derechos Humanos, Segundo informe
especial sobre el ejercicio efectivo del derecho fundamental a la
seguridad publica en nuestro pais, México, 2008, disponible en
www.cndh.org.mx (fecha de consulta: abril de 2011).

Este resultado se generé —a decir de la cNDH— por
multiples debilidades institucionales que afectaban
(o afectan) practicamente a todos los actores que
participan en este sistema. Asi, respecto a las poli-
cias, se reporté lo siguiente:

En los hechos observamos que las corporaciones
policiales en México enfrentan algunos problemas
que impiden un adecuado desempeno de su fun-
cién, [tales como] esquemas extremadamente dé-
biles de rendicién de cuentas; no cuentan con sis-
temas confiables y publicos para la evaluacion del
desempefo y de la conducta individual de los po-
licias, y no cumplen con estdndares profesionales
para proporcionar informacién al publico sobre fal-
tas, delitos y percepcién de la inseguridad; por otra
parte, el incremento en los indices de corrupcién, la
penetraciéon de la delincuencia en las instituciones
de seguridad, y la deficiente preparacién de los poli-
cias, son factores que preocupan sobre todo por los
niveles de impunidad que se estdn generando, y que
propician que el nivel de confianza que existe hacia
la policia en general sea muy bajo.?

En el caso de los agentes del Ministerio PUblico (mp)
el diagnéstico tampoco fue halagiefo. Entre otros
aspectos, este informe detecté fallas estructurales
en su formacién profesional; malas précticas ad-
ministrativas en el ejercicio de su funcién; atencién
deficiente a las victimas del delito; deficiencias en
la persecucién de los delitos que, entre ofras co-
sas, les impiden cumplir cabalmente las érdenes
de aprehensién que los jueces libran; inexistencia
de registros confiables —cuando menos en los Ul-
timos 10 afios— que hagan referencia al estado
que guarda el total de las 6rdenes de aprehensién
y reaprehensién libradas, de las que se encuentren
pendientes de cumplir; e incluso, “tampoco hay
datos reales sobre el nimero de averiguaciones
previas que se enviaron al archivo o a la reserva
en las que también operé la prescripcién de la ac-
cién penal, ni del nomero de indagatorias que por
la falta de informe de la policia ministerial o de la
Agencia Federal de Investigacién, en su caso, no se
han podido concluir”.?

2 |dem.
3 Idem.
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Con base en esta evaluacién, el informe del om-

budsman afirmé que “esta situacién deja en estado
|

de indefensién a las victimas de delito y fomenta la

desconfianza de la ciudadania en los 6rganos de

procuracién y administracién de justicia”.*

Otros problemas detectados por la cNDH y que
afectan a todo el sistema es la incapacidad o des-
interés de las procuradurias por llevar a cabo una
“verdadera labor de investigacién en la que se rea-
licen las diligencias minimas necesarias, difiriendo
los tiempos de manera ilimitada”; la falta de coor-
dinacién entre las autoridades encargadas de las
diversas instituciones, “particularmente en lo relati-
vo a la evaluacién y capacitacién de los elementos
de las corporaciones de seguridad publica; y la in-
capacidad para traducir el creciente gasto publico
en una mayor eficiencia institucional.

De acuerdo con cdlculos de este informe, en 2008
el gasto federal en materia de seguridad publi-
ca ascendié a 70,791 millones de pesos; y para
2009 dicha cifra se incrementé a 94,784 millones.
Pese a ello, segin la cNDH, “los indices delictivos
se han incrementado de manera progresiva y las
sentencias condenatorias obtenidas han disminui-
do como un reflejo de la ineficiencia institucional”.
Por otfra parte, este informe también se refiere a lo
que se ha denominado la “doble victimizacién”, la
cual ocurre cuando las victimas de los delitos no
sélo no son bien atendidas, sino que en muchos
casos son vulneradas en sus derechos por las per-
sonas e instituciones encargadas de su proteccién.
La cNpH lo planted en los siguientes términos:

... el personal que tiene contacto con victimas de de-
litos, como lo es el adscrito a las agencias del Minis-
terio PUblico (elementos de policia ministerial, peri-
tos, médicos), y a los servicios de salud (en las salas
de urgencia), carecen de la preparaciéon adecuada
para cumplir en sus términos con lo dispuesto por la
Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexica-
nos y los distintos instrumentos internacionales que
en esa materia ha emitido la Organizacién de Na-
ciones Unidas; ademds, en ocasiones su actuar no

se dirige a salvaguardar la legalidad y eficacia en

4 |dem.

el desemperio de sus funciones, ya que minimizan
el evento, cuestionan de manera innecesaria a la
victima, la descalifican, ignoran, trivializan el even-
to o argumentan pesadas cargas de trabajo, de tal
modo que el acceso a la justicia y la reparacién del
dafo se percibe fuera de alcance.®

Un problema adicional es el papel desempefado
por los jueces, los cuales ejercen un poder débil
frente al Ministerio Piblico. En el caso del bF —de
acuerdo con datos de Ana Laura Magaloni—, el
Poder Judicial condena a 89% de los procesados
que consigna la Procuraduria, “a pesar de que
las pruebas sean endebles”.¢ Como se trata de un
juicio escrito, segun la especialista del Centro de
Investigacién y Desarrollo Econémicos (cipg), el mp
puede fabricar la declaracién y manipular lo que
se dijo, lo cual le otorga un gran poder discrecio-
nal, pues las declaraciones del testigo tienen pleno
valor probatorio.”

Il. Doce lineas maestras del nuevo sistema

El contexto anterior hizo evidente la necesidad de
crear, prdcticamente, un nuevo sistema de justicia
penal y de seguridad publica. Luego de un amplio
proceso de discusion y creacién de consensos poli-
ticos, el 18 de junio de 2008 se publicé en el Dia-
rio Oficial de la Federacién un decreto que reformé
10 articulos constitucionales, a fin de transformar el
actual sistema procesal mixto en uno acusatorio, es-
tablecer la oralidad en los juicios penales y mejorar
las competencias técnico-operativas de los opera-
dores juridicos. Para ello se definié un periodo de
hasta ocho afos, a fin de que la federaciéon y las
entidades federativas complementen el marco le-
gal, transformen o creen las instituciones necesarias
y pongan en marcha los nuevos procedimientos.®

5 Idem.

¢ Reforma, “Siguen jueces linea del mp”, 1 de diciembre de 2009
(disponible en www.reforma.com (fecha de consulta: diciembre
de 2009).

7 Idem.

8 Un andlisis de los aspectos penales, procesales y criminolé-
gicos de la reforma se pueden consultar en Gerardo Garcia
Silva, “La reforma al sistema de justicia penal en México”, en
Inter Criminis, nGm. 6, cuarta época, noviembre-diciembre de
2008, disponible en www.reformapenal.inacipe.gob.mx (fecha
de consulta: abril de 2011).
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Esta reforma tiene diversos objetivos, entre los cua-
les destacan lograr que la imparticién de justicia sea
mds expedita, accesible y transparente para las par-
tes involucradas; otorgar mayores garantias para los
presuntos responsables y al mismo tiempo fortalecer
las facultades de las autoridades para combatir la
delincuencia organizada; ampliar la participacién
de los jueces en diversos momentos del proceso; asi
como establecer mecanismos y figuras de control
que garanticen la legalidad de las acciones y la sal-
vaguarda de los derechos humanos.’

Para alcanzar estos objetivos, la reforma constitu-
cional establecié, entre otras, las siguientes lineas
maestras:

1. Proceso penal acusatorio y oral. Esto significa
gue toda la informacién que sirva como base
para que el juez tome una decisiéon deberd
producirse en una audiencia publica, con lo
que se pretende garantizar procesos rdpidos,
eficientes y respetuosos de los derechos de to-
dos, poniendo especial interés en la protec-
cién de las victimas.

2. Mecanismos alternativos para la solucién de
controversias. De esta manera se abre una via
para que no todos los delitos o afectaciéon de
terceros se resuelvan a través de un juicio, y que
se utilicen procedimientos como la conciliacién
y la medicién, con la supervisiéon de un juez en
los casos necesarios. Con ello se pretende des-
ahogar la carga del mpy de los tribunales.

3. Transformacién de las tareas y recursos del mp.
Ahora el objetivo explicito del proceso penal
es “el esclarecimiento de los hechos, proteger
al inocente, procurar que el culpable no que-
de impune y que los dafos causados por el
delito se reparen” (articulo 20). Anteriormente
el MP tenia como propésito central acreditar el
cuerpo del delito y la probable responsabili-
dad del inculpado. En la prdctica esto signifi-
caba que al acusado se le presumia culpable
y debia mostrar su inocencia sujeto a prisién.

? Un compendio sobre este tema se encuentra en César Ca-

macho Quiroz, “El nuevo sistema constitucional de justicia pe-

nal”, en Inter Criminis, n0m. 10, cuarta época, marzo-abril de

2010, disponible en www.reformapenal.inacipe.gob.mx (fecha
de consulta: abril de 2011).

Eliminacién del denominado “auto de formal
prisiéon”. En su lugar se instituye el “auto de
vinculacién a proceso” (articulo 19), que tie-
ne como punto de partida la presuncién de
inocencia del inculpado y como propésito de-
sarrollar una investigacién mds d4gil, conocida
por el acusado y por la victima, en condiciones
equitativas y en presencia del juez.

Presencia obligatoria de los jueces en audien-
cias y desahogo de pruebas. Explicitamente se
establece que esta obligaciéon no seré delega-
da en ninguna otfra persona. Ademds, ahora la
Constitucién prevé que para los efectos de la
sentencia “sélo se considerardn como prueba
aquellas que hayan sido desahogadas en la
audiencia del juicio” (con algunas excepciones
para pruebas anticipadas); los elementos pro-
batorios se desarrollardn “de manera publica,
contradictoria y oral”; y que los jueces no po-
drdn tratar asuntos que estén sujetos a proceso
“con cualquiera de las partes sin que esté pre-
sente la ofra” (todas las citas del articulo 20).
Disminucién de la prisién preventiva. El uso ex-
tensivo de este recurso explica en gran medida
la saturacién que ocurre actualmente en los
penales. Ahora el propésito es que se aplique
exclusivamente para los casos en que sea ne-
cesaria para garantizar la eficacia del proce-
so y proteger el interés social (articulo 19), asf
como aplicarse de oficio en los casos de de-
lincuencia organizada y en delitos tales como
homicidio doloso, violacién, secuestro, delitos
cometidos con medios violentos como armas y
explosivos, asi como otros delitos graves.
Defensoria de carrera con percepciones simila-
res al Mp. Los defensores de oficio no cuentan
actualmente con condiciones profesionales e
ingresos que les permitan tener un desempefo
eficiente. Con esta disposicién se contribuye a
crear condiciones mds equitativas entre fisca-
les y los defensores de oficio (articulo 17).
Instrumentos fortalecidos para combatir la
delincuencia organizada. Se elevé a rango
constitucional la definicién de delincuencia or-
ganizada y se otorgé al Congreso la facultad
exclusiva de legislar en esta materia. Con esto
Gltimo se evitard que las legislaciones locales
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10.

11.

12.

incluyan delitos que no tienen esta magnitud
y que con ello se establezcan procedimientos
gue atenten contra los derechos humanos (ar-
ticulos 19y 73).

Garantias y mecanismos de control para vic-
timas e inculpados. Se crean los jueces de
control, los cuales resolverdn, en forma in-
mediata y por cualquier medio, las solicitudes
de medidas cautelares, providencias precau-
torias y técnicas de investigacién de la au-
toridad (articulos 16); se creard un registro
fehaciente de todas las comunicaciones entre
jueces y MP y demds autoridades competentes
(articulo 16); se crea un servicio de defenso-
ria pUblica, a través de un servicio profesio-
nal de carrera.

Nuevo concepto y lineamientos para la seguri-
dad publica. La reforma realizada al articulo
21 constitucional incluye una nueva y més am-
plia definicién de seguridad publica. Con base
en esta definicién se establecieron nuevos li-
neamientos para la coordinacién entre las di-
versas autoridades. Destaca, en primer lugar,
el hecho de que las policias podrén participar,
bajo el mando del mMp, en la investigacién de
los delitos; y en segundo lugar la participa-
cién de los tres 6rdenes de gobierno en la re-
gulacién de la seleccién, ingreso, formacién,
permanencia, evaluacién, reconocimiento,
certificacién y registro de los integrantes de las
instituciones de seguridad pUblica (agentes del
Ministerio Péblico, policias y peritos).

Nuevos lineamientos para la reinsercién social.
Se eliminé el antiguo concepto de readapta-
cién social y se definié como objetivo alcanzar
la reinserciéon de los sentenciados mediante
el trabajo, la capacitacién para el mismo, la
educacién, la salud y el deporte (articulo 18).
Competencia jurisdiccional exclusiva para la
ejecucién de sentencias. Se establecié explici-
tamente que la imposicién de las penas, su
modificacién y duracién son competencia ex-
clusiva de la autoridad judicial. Para ello se
crea la figura del juez ejecutor, se sustraen del
dmbito del Ejecutivo las facultades para admi-
nistrar la duracién de las sentencias y se esta-
blece un marco juridico de mayor proteccién

para los internos con el fin de evitar compo-
nendas y actos de corrupcién entre internos y
autoridades (articulo 121).

lll. La mecdanica de la transformacion

A decir de algunos especialistas, la reforma penal
de 2008 probablemente es la de mayor alcance
desde 1917. Sin embargo, su puesta en préctica
requiere —como lo senala Guillermo Zepeda—
ajustes a la legislacién (en los cédigos de procedi-
mientos penales, leyes de seguridad publica, leyes
de justicia alternativa, ley de defensoria pudblica,
entre otras), inversién en infraestructura, desarro-
llo de las instituciones, capacitacién, asi como la
transformacién de los procedimientos al interior de
las organizaciones.'°

En opinién de Zepeda Lecuona, 80% del éxito de
una reforma penal estd en su puesta en marcha,
ya que “reformas legales poco significativas, pue-
den desarrollar todo su potencial si son adecuada-
mente instrumentadas; en tanto que reformas de
gran alcance y con gran desarrollo normativo pue-
den resultar en fiascos, si no son implementadas

de manera adecuada”.™

Los lineamientos iniciales para dicha implementa-
cién quedaron establecidos en los articulos transi-
torios del decreto de la reforma (poF, 18 de junio
de 2008). Ahi se establecié que el sistema procesal
penal acusatorio entrard en vigor en cuanto lo es-
tablezca la legislacién secundaria correspondiente,
sin exceder un plazo de ocho afos. Para ello, la
federacién, los estados y el Distrito Federal adop-
tardn la modalidad que determinen, ya sea regio-
nal o por tipo de delito. No obstante, este sistema
estard plenamente vigente en aquellas entidades
que ya lo hayan incorporado en sus ordenamien-
tos legales. El nuevo sistema de reinsercién social
entrard en vigor en un plazo méximo de tres afos,
una vez que se promulgue la legislacién secunda-
ria correspondiente.

19 Guillermo Zepeda Lecuona, “La reforma constitucional en
materia penal de junio de 2008”, en Instituto Ciudadano de
Estudios sobre la Inseguridad, seccién publicaciones, disponible

en www.icesi.org.mx (fecha de consulta: abril de 2011).
" Idem.
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Por otra parte, el articulo octavo transitorio sefala
que el Congreso de la Unién y las legislaturas loca-
les deberdn destinar los recursos necesarios para
la reforma del sistema penal, los cuales deberén
canalizarse al disefio de las reformas legales, los
cambios organizacionales, la construccién y ope-
racién de la infraestructura, asi como la capaci-
tacién para jueces, agentes del Ministerio Publico,
policias, defensores, peritos y abogados.

También se prevé la creaciéon de una instancia de
coordinacién, integrada por representantes de los
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, ademds
del sector académico y la sociedad civil, asi como
de las conferencias de seguridad publica, procu-
racion de justicia y de presidentes de tribunales,
la cual contard con una secretaria técnica, que
coadyuvard y apoyaré a las autoridades federales
y locales cuando asi lo soliciten.

Con base en esta Gltima previsién, el 13 de octubre
de 2008 el Jefe del Ejecutivo expidié el decreto por
el cual se creé el Consejo de Coordinacién para la
Implantacién del Sistema de Justicia Penal, el cual
tiene, entre otras, las siguientes atribuciones:

a) Elaborar politicas, programas y mecanismos
necesarios que pongan en marcha, en los tres
6rdenes de gobierno, una estrategia nacional
para la implementacién del Sistema de Justi-
cia Penal que contemple la programacién de
compromisos y etapas de desarrollo.

b) Disenar criterios para las reformas constitucio-
nales y legales necesarias con el propésito de
cumplir con su objeto.

c) Proponer a las instancias correspondientes
los cambios organizacionales, la construc-
cién y operacién de la infraestructura que se
requiera.

d) Aprobar los programas de capacitacién y di-
fusién sobre el Sistema de Justicia Penal diri-
gidos a jueces, agentes del Ministerio Piblico,
policias, defensores, peritos, abogados, asi
como a la sociedad en general.'?

'2 Diario Oficial de la Federacién, “Decreto por el que se crea el

Consejo de Coordinacién para la Implementacién del Sistema

de Justicia Penal como una instancia de coordinacién”, 13 de
octubre de 2008, primera seccién, p. 2.

En este decreto se prevé la creacién de una Se-
cretaria Técnica, actualmente a cargo de Felipe
Borrego Estrada, como un érgano desconcentrado
de la Secretaria de Gobernacién, con el cardcter
de instancia de seguridad nacional, encargada de
operar y ejecutar los acuerdos y determinaciones
del Consejo de Coordinacién, asi como coadyuvar
y brindar apoyo a las autoridades locales y fede-
rales en la implementacién del Sistema de Justicia
Penal.'?

Para llevar a cabo sus funciones, el Presupuesto
de Egresos de la Federacién, correspondiente al
Ejercicio Fiscal 2010, incluyé una partida de 196.2
millones de pesos, destinada a proyectos, obras y
acciones que garanticen la implementacion de la
reforma del Sistema de Justicia Penal en los esta-
dos y el Distrito Federal.'

Para 2011 esta partida tuvo un incremento nomi-
nal de mds del doble, pues fueron estipulados poco
mds de 443.4 millones de pesos, los cuales fueron
asignados expresamente a subsidiar las activida-
des de las entidades federativas para el disefio de
las reformas legales; la reorganizacién institucio-
nal de los operadores; apoyar el desarrollo de la
infraestructura y el equipamiento; coadyuvar en la
capacitacién de los operadores del nuevo sistema;
asf como promover proyectos de difusién.'

Por ¢ltimo, hay que destacar que como parte del
proceso de adecuacién legislativa federal, el Con-
greso de la Unién discutié y aprobé una misce-
ldnea fiscal, con la cual se reformaron diversos
articulos de los cédigos Penal Federal y Federal
de Procedimientos Penales, asi como de las leyes
Federal contra la Delincuencia Organizada, que

¥ La informacién completa sobre su estructura y lineamientos
de trabajo se pueden consultar en www.setec.gob.mx (fecha de
consulta: abril de 2011).

4 Diario Oficial de la Federacién, “Acuerdo por el que se esta-
blecen las directrices para la aplicacién de recursos destinados
a la implementacién de la reforma del Sistema de Justicia Penal
a favor de los estados y el Distrito Federal para el ejercicio fiscal
2010", 26 de abril de 2010, primera seccién.

15> Diario Oficial de la Federacién, “Acuerdo por el que se esta-
blecen las directrices para la aplicacién de recursos destinados
a la implementacién de la Reforma del Sistema de Justicia Penal
a favor de los estados y el Distrito Federal para el Ejercicio Fiscal
2011”, 31 de enero de 2011, segunda seccién, p. 1.
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Establece las Normas Minimas sobre Readaptacién
Social de Sentenciados, de la Policia Federal Pre-
ventiva, Orgdnica de la Procuraduria General de
la Republica, Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Piblicos y de la Fede-
ral de Procedimiento Contencioso Administrativo.'

Ademds, generd una nueva Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pdblica (por, 2 de
enero de 2009), la cual establecié los lineamientos
obligatorios para el funcionamiento de los servicios
de carrera policial, ministerial y pericial. En ella
también se definieron los procedimientos y requisi-
tos para el ingreso y permanencia del personal; la

'¢ Diario Oficial de la Federacién, 23 de enero de 2009, pp.
2-24.

certificacién de los elementos de las corporaciones
de seguridad publica y sus mandos; los estimulos
asignables a los elementos con trayectorias distin-
guidas; las reglas generales para las promociones
y ascensos, las normas de conclusién del servicio
de sus elementos, y las previsiones y normas que
determinan cudndo podré darse de baja a un ele-
mento del servicio.”

Més adelante se aprobé la Ley de la Policia Federal
(poF, 1 de junio de 2009), la cual complementa las
disposiciones del nuevo articulo 21 constitucional
y, entre otras cosas, faculta a los miembros de esta
policia a realizar labores de investigacién.

7 Una descripcién mds amplia sobre el proceso de reforma a
los cuerpos policiales se encuentra en Salvador Moreno Pérez,
“La seguridad publica en México en el contexto de la reforma
penal”, en este mismo Reporte CESOP.
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AVANCES INSTITUCIONALES
EN EL AMBITO DEL PODER JUDICIAL

José de Jesus Gonzdlez Rodriguez*

Este articulo persigue aportar algunos da-
tos sobre los resultados obtenidos en el
dmbito del Poder Judicial respecto a la im-
plementacién de las reformas al sistema
de justicia penal. En el texto se incorpo-
ran algunas referencias sobre el particu-
lar, prevalecientes en América Latina, al
tiempo que se detallan la naturaleza y los
alcances de tales reformas, igualmente se
enumeran algunas recomendaciones ha-
cia el nuevo sistema y se sefialan diversos
datos en materia de opinién publica sobre
el tema.

Contexto

Al igual que en nuestro pais, desde las Ultimas dé-
cadas del siglo xx se consolidé una corriente de
opinién en diferentes naciones de América Latina
que abogaba por la transformacién de los siste-
mas de justicia penal en la regién. Varios fueron
los paises que llevaron a cabo profundas reformas
tanto en la legislacién respectiva como en las insti-
tuciones responsables de aplicar un nuevo modelo
de justicia penal que sustituyera a los existentes.

Diversas han sido las motivaciones para sustentar
los cambios en los sistemas de justicia penal, pero
todas coinciden en sefalar que éstos vulneraban,
en diferentes niveles, el principio legal del debido
proceso, como resultado de un rezagado disefio
normativo y como consecuencia de su misma ope-
racion cotidiana.!

* Licenciado en Derecho y Economia por la Universidad Auté-
noma de San Luis Potosi. Investigador del Area de Estudios Re-
gionales del cesop. Lineas de investigacién: trabajo, transportes,
migracién y derechos humanos, Pemex, Poder Judicial, sistema
de justicia. Correo electrénico: jesus.gonzalez@congreso.gob.
mx

! Centro de Estudios de Justicia de las Américas, “Informe so-
bre los regimenes recursivos en los sistemas procesales penales
acusatorios en las Américas: aspectos centrales”, a solicitud de
la Comisién Interamericana de Derechos Humanos, ceia, Chile
2009, p. 76.

De acuerdo con el texto denominado “Evaluacién
de la reforma judicial en América Latina”, los cam-
bios en los sistemas de justicia en los paises de
la regiéon se habian percibido desde hace mucho
tiempo como una condicién previa para la conso-
lidacién de la democracia y del desarrollo. Segun
la argumentacién visible en el documento aludido,
la mayor parte de tales paises tuvo en la parte final
del siglo xx instituciones judiciales débiles, ineficien-
tes y politicamente vulnerables. Segun el texto, po-
cas naciones fueron capaces de lograr un equilibrio
entre sus respectivos poderes ejecutivos y al mismo
tiempo garantizar respeto pleno a los derechos hu-
manos y civiles, promover el desarrollo econémico
y proporcionar seguridad a sus ciudadanos.

Igualmente, se sefrala que los sistemas de justicia
en Latinoamérica se caracterizaban por contar con
cédigos penales anticuados, tribunales con estruc-
turas organizativas y presupuestarias insuficien-
tes, jueces, funcionarios judiciales y policiales mal
remunerados e inadecuadamente capacitados,
procedimientos jurisdiccionales que demostraban
niveles minimos de transparencia y condiciones
penitenciarias generalmente deplorables.?

En ese contexto, las acciones que se han lleva-
do a cabo para reformar el sistema de justicia en
América Latina han comprendido desde reformas
constitucionales y modificaciones a los sistemas de
administracién de justicia hasta la expedicién de
nuevos cédigos penales. Asi, el proceso de refor-
ma de los Ultimos 40 afos en América Latina ha
atravesado diversas etapas: desde los ajustes de
los afos sesenta del siglo xx, dirigidos a mejorar
el suministro de servicios judiciales, hasta los en-
foques sistemdticos que se aplicaron en décadas
subsiguientes. La Gltima ola de reformas comenzé
a mediados de los afios noventa, lapso en el que
organizaciones como el Banco Mundial, el Banco
Interamericano de Desarrollo (8iD), el Programa
de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNuD), ins-
tituciones no gubernamentales y paises donantes

2 Peter de Shazo y Juan Enrique Vargas, “Evaluacién de la re-
forma judicial en América Latina”, Center for Strategic and In-
ternational Studies (csis), Centro de Estudios de Justicia de las
Américas (ce), Chile, 2007, 22 p.




+ CENTRO DE ESTUDIOS SOCIALES Y DE OPINION PUBLICA

—como Estados Unidos a través de su Agencia
para el Desarrollo Internacional (usab, por sus si-
glas en inglés)—, aportaron cerca de mil millones
de délares en concepto de ayuda financiera para
las iniciativas de reforma del sistema de adminis-
tracién de justicia en la regién. Las mencionadas
contribuciones se aplicaron a proyectos de largo
plazo con términos de ejecucién de al menos 10
afos, por lo que muchos de ellos contintan de-
sarrolldndose.®

Los paises latinoamericanos que han buscado re-
emplazar sus sistemas procesales penales inquisiti-
vos por sistemas de corte adversarial, han sefalado
que en tal proceso el reto mds dificil es consolidar
la oralidad como principio rector en la actuacién
de los jueces y de las partes en el nuevo proceso
penal, y junto con ello abandonar la elaboracién
de los escritos y la formacién de expedientes como
actividad medular de los jueces, fiscales, defen-
sores —publicos y privados— y policias, mds en
paises con una fuerte tradicién escritural y formal.*

Naturaleza y alcances de la reforma
al sistema de justicia penal en México

En nuestro pais se han implementado diversas re-
formas tendientes a transformar el sistema de segu-
ridad y justicia penal mexicano, que han implicado,
entre otras cosas, la reorganizacién de las diferen-
tes instituciones involucradas en el nuevo sistema de
justicia penal y la afectacién administrativa y presu-
puestaria de los poderes ejecutivos y judiciales.®

Respecto a los cambios inherentes al Poder Ejecuti-
vo en los niveles federal y local, la implementacién
de las reformas en referencia atafien esencialmente
a las corporaciones policiacas, a las procuradurias
generales de justicia y a las defensorias penales pU-

S Idem.

4 Centro de Estudios de Justicia de las Américas, “Reformas pro-
cesales penales en América Latina: resultados del Proyecto de
Seguimiento, V etapa”, ceia, Chile, 2009, p. 328.

5 Las reformas fueron publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deracién el 18 de junio de 2008 y reforman y adicionan los
articulos 16, 17,18, 19, 20, 21, 22, las fracciones XXI y XXIII del
articulo 73, la fraccién VI del articulo 115 y la fraccién Xlll, del
apartado B del articulo 123, todos de la Constitucién Politica de
los Estados Unidos Mexicanos.

blicas. Igualmente, las reformas aludidas involucran
a las dependencias responsables de los servicios pe-
riciales, a los servicios alternativos para la solucién
de conflictos penales, a las instituciones de servicios
previos al juicio y las éreas de reinsercién social.®

En lo concerniente a los poderes judiciales, el sis-
tema de justicia penal propicia el surgimiento de
nuevas figuras juridicas y la reconfiguracién de los
tribunales de alzada en materia penal, situaciones
que en su conjunto han hecho necesario prever
una fase de transicién en el sistema judicial mexi-
cano, el cual prevé la reestructuracién y, en su mo-
mento, la sustitucién de parte importante del actual
sistema de imparticion de justicia.”

En ese marco, los mecanismos de reorganizacién
judicial derivados de la reforma constitucional han
afectado a todas las entidades publicas ligadas al
sistema de justicia penal en México, puesto que an-
tes del 19 de junio de 2016 —de acuerdo con la re-
forma aludida— se deberd contar con instituciones
estructuradas conforme al nuevo modelo.

Por lo que toca a la reorganizacién de las ins-
tancias ligadas al dmbito de la justicia penal, la
reforma aludida ha considerado a las siguientes
instituciones:

e Federales: a) Secretaria de Seguridad Publica;
b) Procuraduria General de la Republica (in-
cluidas sus dreas de servicios periciales y la
Policia Federal Ministerial); y c) Poder Judicial
de la Federacién (incluidos los Tribunales de
Circuito, los Juzgados de Distrito y el Instituto
Federal de Defensoria Publica).

e Entidades federativas: a) policias municipales;
b) secretarias de seguridad publica; c) procu-
radurias generales de justicia; d) dreas de la

¢ Debe tomarse en cuenta en lo que se refiere a las defensorias
penales publicas, que tfales instituciones —en algunos casos—
pueden estar adscritas a los poderes judiciales locales, al Eje-
cutivo de la entidad correspondiente o incluso pueden tener el
cardcter de institutos auténomos.

7 Para la creacién de los jueces de ejecucion de sentencias,
las entidades federativas y la Federacién cuentan con un pla-
zo méximo de tres afos, contados a partir del 19 de junio de
2008, de acuerdo con el articulo Quinto Transitorio del Decreto
de Reforma Constitucional publicado el 18 de junio de 2008.
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defensoria pUblica; e) instituciones de servicios
periciales; y f) poderes judiciales.

Respecto a los procesos de reorganizacién que
deberdn implementarse en el dmbito del Poder
Judicial Federal, dicha soberania debe crear tres
nuevas figuras: |. Los jueces de control; Il. Los jue-
ces de juicio oral; y lll. Los jueces de ejecucidon de
sentencias penales. Igualmente, las instituciones
judiciales habrdn de reorganizar la estructura de
sus érganos de segunda instancia ante la diver-
sidad y la nueva naturaleza de los medios de im-
pugnacién derivados de la reforma constitucional
en referencia.

Las nuevas figuras que pasan a formar parte del
sistema judicial mexicano con la reforma constitu-
cional sefialada, tienen esquemdticamente las si-
guientes funciones:

* Jueces de control. Califican la legalidad de la
detencién, autorizan cateos, intervenciones te-
lefénicas y las solicitudes del Ministerio Publico
(MP) que requieran intervencién judicial; dirigen
las audiencias de la fase de investigacién con
control judicial y resuelven las medidas caute-
lares solicitadas por el mp. Ademds, dirigen la
etapa de preparacién de juicio oral y la préc-
tica de prueba anticipada; resuelven los pro-
cedimientos abreviados, los de suspensién del
proceso penal y formalizan los acuerdos repa-
ratorios.

* Jueces de juicio oral. Dirigen la audiencia de
juicio oral y presencian la prdctica de las prue-
bas; resuelven las objeciones planteadas y dic-
tan sentencia. La justicia oral penal se podré
estructurar de forma colegiada o unitaria.

* Jueces de ejecucién de sentencias penales. Tie-
nen bajo su responsabilidad la modificacién y
duracién de las sentencias; la protecciéon de los
derechos de los sentenciados; ejercen un con-
trol de la legalidad y respeto a los derechos en
la ejecucién de las sanciones penales. Bajo este
nuevo esquema, las atribuciones del ejecutivo
en la materia se limitardn al funcionamiento de
los centros penitenciarios y la consecucién de
la reinsercién social.

Avances en el ambito
del Poder Judicial federal

A fin de promover la implementacién gradual del
sistema de justicia penal en el dmbito federal, la
Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién
para la Implementacién del Sistema de Justicia Pe-
nal ha desarrollado actividades conjuntas con di-
versas instituciones: la Suprema Corte de Justicia
de la Nacién, el Consejo de la Judicatura Federal,
la Procuraduria General de la RepUblica, la Secre-
taria de Seguridad Publica; la Consejeria Juridica
de la Presidencia de la Republica; el Instituto de Es-
tadistica, Geografia e Informdtica (INEGI); asi como
con la Cémara de Diputados del Congreso de la
Unién.®

Al efecto, el Poder Judicial Federal, ademds de la
imparticién de diversos cursos de capacitacién, ha
implementado un “Programa de Cambio Cultural”
con especialistas de Estados Unidos, Colombia y
Chile, y ha realizado proyectos relativos a la imple-
mentacién de la reforma penal con la “Asociacién
Mexicana de Impartidores de Justicia” (amu), dentro
de los cuales destacan los estudios y proyectos fi-
nanciados por el denominado “Fondo Jurica”.?

De forma paralela a las actividades de capacita-
cién impartidas por el Poder Judicial, la judicatura
nacional ha impulsado un proyecto que busca in-
tegrar una red de funcionarios judiciales entre jue-
ces, magistrados federales y estatales, secretarios
de estudio y cuenta, consejeros de las judicaturas
estatales y funcionarios estratégicos, para consoli-
dar el nuevo sistema.

Como parte de la implementacién del mismo, el
Poder Judicial federal ha llevado a cabo otras ac-

8 La Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién para la
Implementacién del Sistema de Justicia Penal, es un érgano ad-
ministrativo desconcentrado de la Secretaria de Gobernacién
que tiene por objeto coadyuvar en la implementacién del sis-
tema de justicia penal con las autoridades locales y federales.
? El Fondo Jurica constituye un proyecto que canaliza y otorga
recursos y apoyos técnicos y econémicos para disefiar, elaborar
y realizar proyectos, estudios o programas de alcance nacional
o regional que prevean actividades estratégicas para el forta-
lecimiento y modernizacién de los 6rganos de imparticién de
justicia en el pais en los tres niveles de gobierno.
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tividades, como la instalaciéon del Consejo Consul-
tivo y del Consejo Asesor del Poder Judicial de la
Federacién para la Implementacién de la Reforma
Penal. En la misma direccién, en abril de 2010, se
conformé la Instancia Interna de Seguimiento de
la Implementacién del Sistema de Justicia Penal en
el Poder Judicial de la Federacién, misma que estd
conformada por:

Un nivel decisorio, en el que participan los re-
presentantes del Poder Judicial de la Federa-
cién ante el “Consejo de Coordinacién para la
Implementacién del nuevo Sistema de Justicia
Penal” (un ministro de la Suprema Corte de
Justicia y un miembro del Consejo de la Judi-
catura Federal).

Un Consejo asesor conformado por especialis-
tas en la materia.

Un Consejo consultivo integrado por el llama-
do Observatorio Ciudadano de la Justicia y
por integrantes de la sociedad civil.

a)

La judicatura nacional menciona que de 2008 a
marzo de 2010 se han realizado alrededor de
300 eventos de divulgacién y capacitacién sobre el
nuevo sistema, los cuales se han impartido a mds
de 62 mil profesionales del derecho, entre ma-
gistrados, jueces, secretarios, actuarios y oficiales
administrativos. Parte de esas actividades se han
organizado de manera conjunta entre la Suprema
Corte de Justicia de la Nacién, el Consejo de la
Judicatura Federal y la Secretaria Técnica del Con-
sejo de Coordinacién para la Implementacion del
Sistema de Justicia Penal.™

Tras la reforma constitucional sefialada, a partir
de enero de 2009 entraron en operacién Juzga-
dos Federales Penales Especializados en Cateos,
Arraigos e Intervencién de Comunicaciones, co-
nocidos como “Juzgados de Control”, que funcio-
nan los 365 dias del afo, las 24 horas del dia,
para resolver las solicitudes que presenten via

19 Discurso del ministro Juan Silva Meza, presidente de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nacién y del Consejo de la Ju-
dicatura Federal, en la inauguracién del diplomado sobre el
nuevo Sistema de Justicia Penal Acusatorio en México desde la
perspectiva constitucional, en el Instituto de la Judicatura Fede-
ral, México D.F,, 22 de marzo de 2011.

electrénica la Procuraduria General de la RepUbli-
ca, el Centro de Inteligencia y Seguridad Nacio-
nal, y la Policia Federal en toda la Repdblica. De
las medidas solicitadas en 2010, el Poder Judicial
concedié 4,108; concedié parcialmente 56; negd
374; una fue declarada sin materia y 67 recibie-
ron algin otro trémite. Lo anterior se desglosa en
el Cuadro 1."

En cuanto a los juzgados de ejecucidn de senten-
cias, se sefala que el Consejo de la Judicatura
Federal ha autorizado la instalacién de 16 nue-
vos juzgados responsables de supervisar el cum-
plimiento de las penas impuestas a los reos que
cometieron delitos federales. Los nuevos juzgados
de ejecucién estarian ubicados en Guadalajara,
Monterrey, Saltillo, Cancin, Acapulco, Villahermo-
sa, Uruapan, Tijuana, Matamoros y tres mds en
Toluca.™

Desafios y recomendaciones
inherentes al nuevo sistema

Un diagnéstico de un integrante del Consejo de
la Judicatura Federal sobre los retos que enfrenta
el proceso de implementacién del nuevo sistema
de justicia penal en México clasifica a éstos como
desafios a corto y mediano plazos. A corto pla-
zo, se considera necesaria la adecuada capaci-
tacién de todos los actores del sistema, situacion
que implica —en lo que corresponde a la fase de
procuracién de justicio—, que la policia alcance
un grado de excelencia en sus tareas de preven-
cién e investigacién del delito, a fin de que pueda
ser considerada una policia cientifica y confiable.
Otra de las necesidades a las que se alude sefa-
la que la figura de los ministerios pUblicos debe
formular acusaciones debidamente sustentadas
que eviten la impunidad y consigan la reparaciéon
del dafio a las victimas. Pero sobre todo, se ha
considerado urgente que las facultades y escuelas
de derecho comiencen a capacitar a las nuevas

" Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, “Informe anual de labores
2010”, Suprema Corte de Justicia de la Nacién, México, Poder
Judicial de la Federacién, 2010, p. 72.

12 “Autorizan instalar 16 juzgados que vigilen el cumplimiento
de penas del fuero federal”, en La Jornada, Seccién Politica, 18
de abril de 2011.
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Cuadro 1. Actividad de los Juzgados de Distrito Penales Especializados en Cateos,
Arraigos e Intervencién de Comunicaciones (2009-2010)

Medida cautelar 2009 2010
Cateos 3,457 3,715
Arraigos 556 772
Intervencién de comunicaciones 26 118
Autorizaciones para requerir informacién a compafias telefénicas 1 0
Totall 4010 4605

Fuente: Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, Informe anual de labores 2010, Suprema Corte de Justicia de la Nacién,

México, Poder Judicial de la Federacién, 2010, p. 72.

generaciones de abogados en el nuevo sistema
acusatorio y oral.

En cuanto a los retos a mediano plazo y respecto a
las nuevas figuras de los jueces de control, de los
juicios orales y en materia de ejecuciéon de senten-
cias en el nuevo sistema de justicia penal, se men-
ciona que para que pueda operar eficazmente la
figura de los jueces de control, se requiere —ade-
mds de la aprobacién de los recursos presupues-
tales para el Consejo de la Judicatura Federal por
parte de la Cdmara de Diputados— de una plo-
neacién estratégica sobre el nUmero de juzgados
que serd necesario crear en el nuevo sistema, asi
como la construccién, adecuacién y equipamiento
de los espacios fisicos que éstos requerirdn, toman-
do en cuenta el nUmero de procesos, la naturaleza
de los delitos, asi como el niUmero de procesados
y sentenciados en las distintas causas que se llevan
en la jurisdiccién federal. Al respecto, el diagnésti-
co sefiala que para cumplir con esta necesidad, es
urgente que el Poder Ejecutivo presente a la bre-
vedad las iniciativas de Cédigos Federales de Pro-
cedimientos Penales, de la Ley Orgénica del Poder
Judicial de la Federacién y de la Ley de Ejecucién de

'3 Palabras del consejero de la Judicatura Federal, magistrado
Oscar Véazquez Marin en la inauguracién del diplomado sobre
el nuevo Sistema de Justicia Penal Acusatorio, en el Instituto de
la Judicatura Federal, Poder Judicial de la Federacién, Consejo
de la Judicatura, Direccién General de Comunicacién Social,
México, Distrito Federal, 22 de marzo de 2011.

Sanciones, para su discusién y eventual aprobacién
por el Congreso de la Unién.

Una Ultima necesidad sefalada en el diagnéstico
del nuevo sistema de justicia penal en México alu-
de a la pertinencia de implementar mecanismos
de evaluacién de las politicas publicas disefadas
al respecto.’

Como parte del proceso de reestructuracién funcio-
nal y administrativa necesario para implementar la
reforma pernal, el Poder Judicial ha implementado
un Consejo de Coordinaciéon para la Implemen-
tacién del Sistema de Justicia Penal. Entre otras
tareas, dicha instancia ha formulado diversas re-
comendaciones para la adecuada implementacién
del sistema de justicia penal en la esfera jurisdic-
cional. Una de ellas alude a la necesidad de que
en los poderes judiciales del pais se consolide —o
en su caso, establezca— el Servicio Profesional de
Carrera Judicial a fin de que todo su personal par-
ticipe en procesos de evaluaciéon de desempefio y
en evaluaciones por medio de indicadores de ges-
tién individualizados. Otra recomendacién versa
sobre la especializaciéon de los jueces de control
y de los jueces de juicio oral, y sobre la creacién
de unidades de apoyo administrativo —que conta-
rian con las dreas de Administraciéon de Causas, de
Salas, de Notificaciones y Atencién al Piblico, de

™ |dem.

13



+ CENTRO DE ESTUDIOS SOCIALES Y DE OPINION PUBLICA

Apoyo a Testigos y Peritos y de Servicios— mismas
que permitirdn llevar el control de las Salas de Jui-
cio Oral y se encargarian de los archivos electréni-
cos de las audiencias y del control del personal de
los tribunales.™

Algunos datos sobre la reforma
judicial y la opiniéon publica

En México se han llevado a cabo diversos estudios
de opiniodn publica sobre el sistema judicial y las
reformas a éste. Uno de ellos —coordinado por el
Instituto de Investigaciones Juridicas de la unam— se
enfoca al andlisis de la percepcién sobre la calidad
de la imparticién de la justicia. Este estudio encontré
que casi 30% de los ciudadanos entrevistados con-
sidera como mala y muy mala a ésta, mientras que
32% evalta al sistema de justicia como ni bueno ni
malo. Lo anterior se aprecia en la Gréfica 1.

En la misma direccién otro sondeo de opinién pu-
blica —elaborado por el cesop y que fuera levan-
tado antes de las reformas al sistema de justicia
de 2008— se enfoca a identificar la percepcién
ciudadana de que en un eventual conflicto de na-
turaleza legal las personas no serian tratadas con
justicia por las autoridades. Tal situacién se aprecia
en la Gréfica 2, en donde se advierte que porcen-
tajes mayoritarios de la poblacién encuestada se
encuentran en tal caso, ya que evalGan que serian
tratados injustamente en los juicios penales y en
los procesos legales en que se vieran involucrados.

Otro tipo de desafios que deben considerarse en
el proceso de implementacién del nuevo sistema
de justicia penal en México es el que se enfoca a
conocer la percepcién ciudadana acerca de las
irregularidades existentes en los procesos judiciales
en nuestro pais. Los resultados de ese ejercicio se
muestran en la Grafica 3, misma que, entre otras
cosas, permite conocer que —en porcentajes que
fluctGan entre 16 y 26%— las persanas entrevista-
das sufrieron irregularidades tales como dilaciones

5 Consejo de Coordinacién para la Implementaciéon del Siste-
ma de Justicia Penal, Criterios Generales de los Cambios Or-
ganizacionales para la Implementacién del Sistema de Justicia
Penal, Secretaria de Gobernacién, México, 2010, 23 p.

ilegales del proceso, resoluciones judiciales con
errores y requisitos innecesarios para presentar
pruebas.

Un aspecto mds que conviene considerar en la
implementacién del nuevo sistema de justicia pe-
nal es el referente a la probidad del personal res-
ponsable de la procuraciéon y la administracién
de justicia en México. Al efecto, en la Gréfica 4 se
muestra la percepcién ciudadana sobre el tema en
donde existe una creencia generalizada de que se
dejarian sobornar tanto la policia como el perso-
nal de las agencias del Ministerio Piblico y de los
juzgados, asi como los propios jueces. La Grdafica
5 permite identificar la percepcién de la funcién
judicial por parte de la opinién publica.

En la ilustracién se percibe que solamente un por-
centaje menor a 50% de los ciudadanos muestra
una opinidn positiva sobre aspectos relevantes en el
proceso judicial, como la honorabilidad de los jue-
ces, la justicia de las sentencias y la posibilidad de
un juicio justo, destacando la creencia ciudadana de
que los jueces dejan libres a muchos sospechosos y
que favorecen a algunas personas sobre otras.

Comentarios finales

Los implicados en la puesta en marcha del nuevo
sistema de justicia penal enfrentan diversas resis-
tencias y obstéculos que hacen necesario un largo
proceso de prdctica y aplicacién a fin de identificar
sus fortalezas y debilidades.

Por ello, puede afirmarse que tales innovaciones
al sistema penal, a las figuras legales y a las ins-
tituciones vinculadas al sistema de justicia, se en-
cuentran en una fase intermedia cuyos resultados y
efectos son aun impredecibles.

Implicaciones de naturaleza financiera, adminis-
trativa, laboral, académica y legislativa no resuel-
tas aun propician que cualquier diagnéstico sobre
el tema tenga un cardcter preliminar y que no sea
posible contar con una evaluacién de cardcter in-
tegral sobre los logros —reales o potenciales— de
las reformas al sistema de justicia penal en México.
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Gréfica 1. En su opinién, ¢qué tan buena o mala
es la imparticién de justicia?

Muy mala 6% Ns/Nc 1%

Muy buena 2%

Nibuena, ni mala
32%

Fuente: Instituto de Investigaciones Juridicas, unam. Area de Investigacién Apli-
cada y Opinién, Asociacién Mexicana de Impartidores de Justicia, “Encuesta
de satisfaccion a los usuarios de servicios de justicia”. Estudio de opinién sobre
la satisfaccion de los usuarios de los servicios de justicia ofrecidos por los érga-
nos de imparticién de justicia en México, encuesta nacional en 100 tribunales
a 1,500 usuarios, 2009.

Gréfica 2. ¢Cree usted que las autoridades le tratarian con justicia?

60

50 47.4 47.3 45.9

40 36.3 36.8 37

30

20 146 16.3 15.9 171

10

En unademanda de laque Enunjuicio penalenelque En unjuiciopenalensu  Enunademandaensu
usted es demandante usted es acusador contra contra

ONO OS| mNS/NC

Fuente: Centro de Estudios Social y de Opinién Publica, “Secuestro, justicia y
derechos humanos”, encuesta telefénica nacional, Cdmara de Diputados del
Congreso de la Unién, México, 2008.
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Gréfica 3. Durante el desarrollo de su juicio, ¢ha tenido o no ha tenido usted algunas

u_rn

de las siguientes experiencias...2 Porcentaje de “si” (por dmbito de jurisdiccién)
Se destruyeron pruebas o informacion

Se ocultaron pruebas o informacion

Se admitieron pruebas ilegales

Se omitieron publicar publicar acuerdos, resoluciones y
6rdenes judiciales

Se admitieron pruebas improcedentes

Se dilatd ilegalmente el proceso 26

Se solicitaron requisitos no necesarios para presentar
pruebas

Se publicaron acuerdos, resolucionesy érdenes judiciales
con errores

21

Federal = Local

Fuente: Instituto de Investigaciones Juridicas, unam. Area de Investigacion Aplicada y Opinién, Aso-
ciacién Mexicana de Impartidores de Justicia, “Encuesta de satisfaccién a los usuarios de servicios
de justicia”. Estudio de opinién sobre la satisfaccion de los usuarios de los servicios de justicia ofre-
cidos por los érganos de imparticién de justicia en México, encuesta nacional en 100 tribunales a
1,500 usuarios, 2009.

Grafica 4. ¢Qué tan probable es que en México se deje sobornar...2

Un policia 80 | 7 |
Personal de agencias del M.P. 64 | 20 13 |
El agente del M.P. 58 | 2 5 |
El personal de los juzgados 51 | 28 n 15 |
Unjuez 42 | 31 13
0 10 20 30 40 50 60 70 80 90 100
0O Mucho OPoco B Nada ONSINC

Fuente: Centro de Estudios Social y de Opinién Publica, “Secuestro, justicia y derechos humanos”, encuesta telefénica
nacional, Cdmara de Diputados, México, 2008.
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Grdfica 5. ¢Podria decirme si estd de acuerdo o en desacuerdo con las siguientes frases....2

Las sentencias de los jueces soncasi siempre justas 36

7
17
Los jueces dejan libres a muchos sospechosos h—| 33
4
- o B
En general, los jueces son honestos 1 36

] 45
6
. 17
Los jueces favorecen a algunas personas sobre otras h—| 31
] 46

1

Enlos juzgados se garantiza un juiciojusto para todos _19—| 32
] 48

1

Los tribunales respetan los derechos de las personas _ 12 1 33
54
0 10 20 30 40 50 60

ENS/NC BEndesacuerdo BDeacuerdoenparte DODe acuerdo

Fuente: Instituto de Investigaciones Juridicas, unam. Area de Investigacién Aplicada y Opinién, Aso-
ciacién Mexicana de Impartidores de Justicia, “Encuesta de satisfacciéon a los usuarios de servicios de
justicia”. Estudio de opinién sobre la satisfacciéon de los usuarios de los servicios de justicia ofrecidos
por los érganos de imparticién de justicia en México, encuesta nacional en 100 tribunales a 1,500
usuarios, 2009.
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REFORMA PENAL Y EL MINISTERIO PUBLICO
Gabriel Fernandez Espejel*

La reforma al sistema de justicia penal en
México trajo cambios importantes en el
funcionamiento del Ministerio PUblico, al
llevarlo de un sistema acusatorio a uno de
investigacién y de adversarios; sin embar-
go, la inercia de tantos afios de operacién,
la falta de independencia institucional y de
profesionalizacién de las procuradurias,
representan los nuevos retos.

Antecedentes

En la Constitucién de 1917 se manifesté la preocu-
pacién de fortalecer las atribuciones de investiga-
cién y persecucién del delito en el Ministerio pdbli-
co (Mp), en detrimento de las facultades que tenian
en ese entonces los tribunales y los jueces penales,
de desempefiarse como policia judicial, al realizar
de primera mano investigaciones sobre hechos
delictuosos, lo que hacia que el proceso penal se
convirtiera en un procedimiento acusatorio.'

Sin embargo, a raiz de estas modificaciones, el mp
asumié —con el paso del tiempo— el monopolio
de la accién penal, en perjuicio de los derechos de
la victima, al negdrsele participaciéon como parte
del proceso penal; contradictoriamente, la Unica
concesién o infervencién que tenia era la de repa-
racion del dafio.

Los privilegios del Mp generaron malestar en dife-
rentes sectores de la sociedad, por lo que ciertas
corrientes promovieron reformas y la adecuacién
de preceptos para su modernizacién; proceso que
estuvo vigente, principalmente, de los afios noven-
ta hasta la concrecién de la Gltima reforma penal.?

* Maestro en Economia. Investigador del drea de Opinién Po-
blica del cesop. Lineas de investigacién: gobierno, mercado e
impuestos. Correo electrénico: gabriel.fernandez@congreso.
gob.mx

! Héctor Fix Zamudio, Funcién constitucional del Ministerio Pu-
blico, Instituto de Investigaciones Juridicas-unam, México, 2004,
pp. 177-178.

2 |bid., pp. 178-181.

Se regresé al juez la capacidad de decidir respecto
al fondo del proceso penal, con lo que puede de-
terminar sobre la procedencia y fundamento de la
peticiéon de sobreseimiento. Se prohibié a la poli-
cia judicial interrogar a los detenidos y se dispuso
que su confesidn se integrara al proceso sélo si la
realizaba ante el MpP o el juez de la causa. Se aco-
taron las atribuciones del mp al reducir la funcién
de retencién o de detencién administrativa a 48
horas (96 en caso de delincuencia organizada). Se
restablecié el concepto de cuerpo del delito, a fin
de fortalecer la prohibicién de interrogatorios a los
detenidos. Se establecié el derecho de recibir ase-
soria juridica; de ser informado sobre el proceso
penal; de aportar pruebas ante el mp, y de solici-
tarle a éste que intervenga para que se le repare
el dafo.

Asimismo, en adiciones al Cédigo de Procedimien-
tos Penales del Distrito Federal, se encomendé el
sistema de auxilio de la victima del delito a la Pro-
curaduria de Justicia del Distrito Federal, exigible
durante la averiguacién previa y el proceso; de tal
forma que se reconoce el papel de parte coadyu-
vante del Mp a la victima o al ofendido por el delito.

Los proyectos en Morelos y Tabasco modificaron
el régimen de reparacién del dafio, dando a la
victima o al ofendido por el delito la capacidad
para solicitarla; con ello el Mp se convierte en ac-
tor subsidiario necesario. Otra reforma legal que
implicé cambios en la operacién del mp fue la pro-
mulgacién de la Ley de la Defensoria Pblica Fe-
deral, principalmente, a través del lanzamiento del
servicio profesional de carrera entre defensores y
asesores pUblicos, asi como por la intervencién de
éstos en la etapa de averiguacién previa.®

De esta forma, el Ministerio Publico entré al proce-
so de reforma constitucional durante 2007 y 2008
sin el monopolio del ejercicio de la accién penal,
debido a que transfirié facultades a los tribunales
penales y se reforzaron los derechos de los incul-
pados y de las victimas o de los ofendidos por el
delito, bdsicamente, en la no incriminacién. En este
proceso, el Mp obtuvo facultades en la detencién y

3 Ibid., pp. 181-183.
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retencion de cardcter administrativo. Sin embargo,
aun faltaba ampliar los derechos de la poblacién
a la seguridad y al combate a la impunidad. Ade-
mds, el MP tenia pendiente avanzar en su adecuada
organizacién y funcionamiento.

La reforma y el Ministerio Piblico

La reforma establece que el Ministerio Publico tiene
la obligacién de demostrar la culpabilidad de una
persona, es decir, elaborar la carga de la prueba;
con ello cambia la visién de que el acusado del
delito tiene que demostrar su inocencia. Por dis-
posiciéon constitucional, toda persona acusada de
algun delito serd inocente hasta que se pruebe lo
contrario. Ademds, el detenido debe ser informa-
do de qué se le acusa y cudles son sus derechos,
incluido el de guardar silencio, lo que después no
podrd ser usado en su contra.*

En la investigacion participa la policia al mando
del Mp, la cual debe preservar la escena del crimen
y las primeras evidencias del mismo para estable-
cer que el delito ocurrié verdaderamente y demos-
trar una posible participacién. Las pruebas que se
obtengan mediante la violacién de derechos fun-
damentales serdn nulas, asi como con cualquier
confesién obtenida sin presencia del abogado de-
fensor. De esta forma, se busca que el MP recupe-
re plenamente su cardcter de buena fe, al mismo
tiempo que los juicios ganan en imparcialidad.

En la reforma del sistema penal se buscé ampliar
los derechos y las garantias de las victimas u ofen-
didos, asi como de los acusados o de los imputa-
dos; por ejemplo, en sustitucién del auto de formal
prisién, se libra ahora un auto de vinculacién de
proceso, que permite al acusado enfrentar el pro-
ceso en libertad. Los cambios repercutieron en el
funcionamiento del Ministerio Publico, entre otros:>

¢ Le da el derecho, desde el momento de su de-
tencién, a ser defendido por un abogado titu-

4 Cémara de Diputados y Senado de la RepuUblica, Reforma
Constitucional de Seguridad y Justicia, Guia de consulta, éen
qué consiste la reforma?2, México, 2008, p. 3.

> PGR e INACIPE, El asc del nuevo sistema de justicia penal, México,
2008, pp. 6-7.

lado que elige libremente y que pone fin a la
posibilidad de que “una persona de confianza”
sin experiencia ni preparacién se encargue del
litigio. En caso de que no quiera o pueda de-
signar un abogado para su defensa, el juez le
designard un defensor puablico.

* Le abrié la posibilidad de aportar pruebas y
participar en el proceso, sin el requisito indis-
pensable de la intermediacién del mp.

* Le concedié solicitar directamente la repara-
cién del dafio, sin que esto signifique que el mp
no pueda hacer lo propio.

* Le garantizé al ofendido impugnar ante un juez
las resoluciones y omisiones del mp, permitien-
do que en la legislacién secundaria se prevea
un procedimiento dgil, para que la autoridad
judicial vigile que la investigacién se realice
con puntualidad, certidumbre y eficacia.

A fin de implementar mecanismos alternativos de
resolucién de controversias, en la reforma se in-
corporé en el dmbito constitucional la mediacién y
conciliacién, lo que conlleva a una rdpida repara-
cién del dafo o indemnizacién a las victimas; con
ello se evita que un buen nimero de casos llegue
a los juzgados y se asigne més tiempo a asuntos
de mayor gravedad, como homicidios y secuestros.

De esta forma, el juicio puede concluir de manera
anticipada, una vez que el acusado reconozca la
culpa, esté dispuesto a reparar el dafo y la victima
esté de acuerdo, cumpliendo con lo que se conoce
como medidas alternativas de solucién de contro-
versias o justicia restaurativa.

La ampliacién de los derechos de la victima, pro-
cesos expeditos y la implementacién de mecanis-
mos alternativos de resolucién de controversias,
que suponen modificaciones en la operacién de los
ministerios publicos, son los instrumentos juridicos
que constituyen el paso previo a la instauracién
de los juicios orales de acuerdo con la experien-
cia internacional,® donde los sistemas acusatorios
—que incorporan inmediatez, oralidad y contradic-
cién, entre otros— cobran mayor importancia.

¢ Ibid., pp. 12-13.
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En el tema de la implementacién de los juicios ora-
les se busca tener procesos rdpidos, econémicos
y suprimir la documentacién. Toda la informaciéon
que sirva como base para que el juez tome una
decisién, deberd producirse en una audiencia pu-
blica. Algunos de los principios que rigen este mo-
delo y que se vinculan a cambios en el funciona-
miento del Mp son:”

* Las audiencias preliminares y del juicio se abren
al publico y a los medios de comunicacién a
favor de la transparencia bajo el principio de
publicidad, salvo en circunstancias donde se
pueda afectar a la victima, como los casos de
secuestro, violacién o con menores de edad.

* El juez deberd escuchar, de forma presencial y
en igualdad de circunstancias, los argumentos
del Mp y de la defensa, asi como de sus obje-
ciones, a fin de tener una idea mds clara de los
hechos, bajo los principios de inmediacién y de
contradiccién.

* A través de la concentracién se pretende que
el ofrecimiento y desahogo de pruebas, con-
clusiones y sentencia se realicen en una sola
audiencia, la cual deberd continuar al siguien-
te dia habil, si asi se requiriera, con objeto de
mantener la continuidad.

En la reforma se expone que el Ministerio Publico
podrd recobrar plenamente su cardcter de buena
fe, debido a que ahora el procedimiento ya no lo
obliga a demostrar que el acusado es necesaria-
mente culpable, gracias a que el proceso penal
se define como el esclarecimiento de los hechos,
proteger al inocente, procurar que el culpable no
quede impune y que los dafos causados por el de-
lito se reparen; por lo que ahora la guia del mMp es
la busqueda de la verdad, con el sustento de la
imparcialidad de los juicios.

Después de la reforma:
los cambios en el Ministerio PiUblico

En nuestro pais el Ministerio PUblico cumple dos
funciones: es parte en el proceso penal y es repre-
sentante y asesor legal del gobierno; a diferencia

7 Ibid., pp. 9-10.

de otros paises, en los que se desempefa, ademds,
como representante de la sociedad en defensa de
sus derechos. Estas dreas son Utiles para analizar
y delimitar las reformas que se requieren, mismas
que pueden acontecer en la ubicacién institucional
del MpP, que normalmente se encuentra en el Poder
Judicial, en el Ejecutivo o en un érgano constitucio-
nal auténomo; en el proceso penal, al transitar de
un sistema inquisitorio a uno de adversarios, o a
través de la profesionalizacién de los procuradores
o fiscales, la cual se adquiere a través de la creacién
de consejos o con controles sobre el desempefo.®

Algunos paises en América Latina han emprendido
diferentes esfuerzos en la reforma de sus sistemas
de administracién de justicia. Chile fue el Unico
que abarcé las tres caracteristicas principales del
Ministerio PUblico. Brasil realizé6 cambios en la ubi-
cacién institucional y en la profesionalizacién. En la
reforma mds reciente, México cubrié la parte pro-
cesal, avanzé en la profesionalizacién, pero tiene
pendiente el tema de la independencia.’

En nuestro pais, la reforma constitucional estable-
cié un lapso de ocho afos para que el gobierno
federal y las entidades federativas transformen sus
sistemas de procuracién e imparticién de justicia.

En este proceso, el Mp tendrd que llevar a cabo las
labores propias de una fiscalia. El abandono del
disefio institucional del anterior sistema acusato-
rio, producto de las inercias y précticas, supone el
primer reto para que el Mp desempefie sus nuevas
funciones.

En su operacién, el MpP presenta una administra-
cién de casos que provee de una misma ruta y
procedimiento de integracién a toda averiguacién
previa, sin capacidad para dar respuestas diferen-
ciadas.'®

8 Julio Rios Figueroa, “Reformas al sistema de administracién
de justicia”, en Gabriel L. Negretto (coord.), Reforma politica
y democracia. Claves del cambio institucional en México, CIDE,
México, 2010, pp. 147-148.

? Ibid., p. 149.

9 Ana Laura Magaloni, El Ministerio Piblico desde adentro. Ruti-
nas y métodos de trabajo en las agencias del mp, documentos de
trabajo del cibg, nim. 42, México, 2009, pp. 4, 12y 13.
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El método de trabajo aplica pasos idénticos para
el mismo delito, y carece de un sistema de priori-
zacién y de seleccion de casos. El Mp es sumamente
burocrético, con funciones administrativas y me-
candgrafas, no sustantivas. Asi, se explica que las
agencias del MP no estén disefiadas para brindar el
servicio pUblico que requieren victimas o acusados.

En ese sentido, como parte de una ruta critica en la
reforma, se propone una reestructuracién funcio-
nal que impulse la eficiencia y la organizacién de
la seguridad pUblica para darle mds confianza a la
poblacién en las instituciones. Entre otfros criterios
se contempla en la estructura organizacional:™

* Impulsar la descentralizacién del servicio a fin
de acercarlo a las comunidades. Los centros
de atencién deben estar en las zonas de mayor
incidencia delictiva.

* Dar flexibilidad a las entidades regionales de
procuracién de justicia, para que se centren en
problemas y requerimientos locales.

* Profundizar la especializacién de los agentes
en la persecucién de tipos o grupos de delitos.
Atender temdticas particulares: asuntos étni-
cos, ecolégicos, migratorios, de familia, entre
ofros.

* Cuidar las relaciones con la victima.

* Permitir que las politicas piblicas dictadas por
otros poderes del Estado y las opiniones de los

"1 Rubén Vasconcelos Méndez, “El Ministerio PUblico en la refor-
ma constitucional”, en Reforma judicial. Revista mexicana de jus-
ticia, Instituto de Investigaciones Juridicas-unam, México, nGmo.
14, julio-diciembre, 2009, pp. 34-35.

diferentes sectores de la sociedad permeen en
el disefio del mp.

Comentarios finales

Los andlisis que existen sobre reformas al siste-
ma de justicia en América Latina senalan que
cambios en la ubicacién institucional traen con-
sigo avances significativos en el combate a la co-
rrupcién, sobre todo cuando incorporan un buen
disefio de pesos y contrapesos, asi como con la
independencia que se le da al Ministerio PUblico
respecto del juez y del Ejecutivo. En el tema de la
profesionalizacién y calidad de los fiscales, se ha
encontrado que aumenta la probabilidad de que
se impongan sanciones a los miembros del Eje-
cutivo y del Legislativo por el mal uso de recursos
publicos, entre otros.'?

En nuestro pais, como se menciond anteriormente,
estos dos temas son tareas pendientes en el proce-
so de reforma; sin embargo, de acuerdo con ex-
periencias internacionales, las modificaciones que
se concretaron en el proceso penal pueden signifi-
car mejoras en el acceso a la justicia si existe una
mayor desconcentraciéon de funciones; ademds,
cuando las acciones de un actor son evaluadas por
un individuo o ente independiente, resulta més fé-
cil garantizar los derechos de las victimas y de los
acusados.’®

12 Rios, “Reformas al sistema...”, op. cit., pp. 149-150.
18 Ibid., p. 151.

21



+ CENTRO DE ESTUDIOS SOCIALES Y DE OPINION PUBLICA

LA SEGURIDAD PUBLICA EN MEXICO EN EL
CONTEXTO DE LA REFORMA PENAL

Salvador Moreno Pérez*

El articulo describe de manera general los
avances en materia de seguridad publica
derivados de la entrada en vigor de la re-
forma penal. Para ello, en primer lugar, se
explica en qué consistié la reforma de jus-
ticia penal; en segundo lugar, se describen
las acciones en el dmbito de la seguridad
pUblica; por Gltimo, se revisan los adelan-
tos en la materia de las diferentes entida-
des federativas de la Republica.

Introduccion

En el afo 2008 se reformaron varios articulos de
la Constituciéon; la reforma fue bautizada como
“Reforma constitucional del sistema mexicano de
seguridad vy justicia”. En materia de seguridad, la
reforma fortalece el sistema nacional de seguridad
pUblica con la obligacién de los municipios, los es-
tados y la federacién de coordinarse mejor para
perseguir a la delincuencia.!

En particular, en el articulo 21 constitucional se es-
tablece que la seguridad publica es una funcién
a cargo de la federaciéon, el Distrito Federal, los
estados y los municipios y que ésta comprende la
prevencién de los delitos, la investigacion, persecu-
cién y las sanciones correspondientes.

La reforma mandata que la actuacién de las institu-
ciones de seguridad pUblica se rija por los principios
de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalis-
mo, honradez y respeto a los derechos humanos y
que las instituciones de seguridad piblica serdn de
cardcter civil, disciplinado y profesional.

* Maestro en Desarrollo Urbano por el Colegio de México. In-
vestigador del cesop. Lineas de investigacién: desarrollo urbano
regional y metropolitano, migracién, vivienda, ciudades y com-
petitividad. Correo electrénico: salvador.moreno@congreso.
gob.mx

! Cdmara de Diputados, Senado de la Republica, Gobierno Fe-
deral, Reforma constitucional de seguridad y justicia, México,
2008.

Ademds, establece la coordinacién obligatoria del
Ministerio PUblico y las instituciones policiales de
los tres 6rdenes de gobierno para cumplir los ob-
jetivos de la seguridad puéblica y el funcionamiento
del Sistema Nacional de Seguridad Publica, el cual
deberd sujetarse a las siguientes bases minimas:

La regulacién de la seleccién, ingreso, forma-
cién, permanencia, evaluacién, reconocimien-
to y certificaciéon de los integrantes de las insti-
tuciones de seguridad publica.

El establecimiento de las bases de datos crimi-
nalisticos y de personal para las instituciones
de seguridad publica. Ninguna persona podrd
ingresar a las instituciones de seguridad p0-
blica si no ha sido debidamente certificado y
registrado en el sistema.

La formulacién de politicas publicas tendientes
a prevenir la comisién de delitos.

La participacién de la comunidad que coadyu-
vard, entre otros, en los procesos de evaluacién
de las politicas de prevencién del delito, asf
como de las instituciones de seguridad piblica.
Los fondos de ayuda federal para la seguridad
pUblica, a escala nacional, serdn aportados a
las entidades federativas y municipios para ser
destinados exclusivamente a estos fines.

a)

Asimismo, se establece que la operacién y el desa-
rrollo de estas acciones son competencia de la fe-
deracién, el Distrito Federal, los estados y los muni-
cipios en el dmbito de sus respectivas atribuciones.
Una reforma tan amplia al sistema penal requiere
de tiempo y numerosos cambios. Asi, en los arti-
culos transitorios de la reforma se prevé un plazo
mdximo de ocho afos, a partir de su entrada en
vigor, para establecer la legislacién secundaria.

En materia de seguridad puéblica el articulo transi-
torio séptimo da un plazo de seis meses a partir de
la publicacién del decreto para que el Congreso de
la Unién expida la ley del Sistema Nacional de Se-
guridad Pdblica, y un afo para que las entidades
federativas expidan las leyes en esta materia.

En el presente sexenio se han privilegiado tres as-
pectos para combatir la inseguridad publica y la
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delincuencia organizada: en primer lugar, la pro-
fesionalizacién y certificacién de los cuerpos poli-
ciales producto de la reforma penal; en segundo
lugar, la utilizacién del ejército en el combate a la
violencia organizada y mandos militares al frente
de las secretarias de policia locales; la tercera es la
propuesta del Ejecutivo de reforma constitucional
para promover el mando Unico policial.

Efrén Arellano plantea que uno de los retos de la
policia en México es cambiar el modelo imperante
basado en el control politico y la subordinacién a
un grupo en el gobierno, hacia un modelo de ser-
vicio a los ciudadanos, de proteccién a las garan-
tias sociales y los derechos humanos.?

En ese contexto, el presente articulo tiene por ob-
jetivo dar cuenta de los avances de la reforma en
materia de seguridad publica. En particular se re-
visan los avances en cuanto a la profesionalizacion
de los cuerpos policiales en las entidades federa-
tivas y los argumentos a favor y en contra de la
propuesta del mando Unico policial.

Un estudio del Congreso de la Unién y el gobierno
federal sefiala que la reforma penal era necesaria,
ya que la mayoria de los mexicanos considera que
el problema més importante del pais es la seguri-
dad publica.

Ademds, los ciudadanos no confian en los dife-
rentes tipos de policias. La desconfianza tiene sus
raices en la impunidad, ya que sélo un pequefio
porcentaje de delitos es castigado; ofra razén es
la deficiente coordinacién entre las policias fede-
rales, estatales y municipales, ya que todas actdan
con criterios diferentes en el combate a la delin-
cuencia.®

Antecedentes

La reforma penal de 2008, que incluye como uno
de sus componentes nodales la seguridad pUblica,

2 Efrén Arellano Trejo, “Instituciones policiales: situacién y pers-
pectivas de reforma”, Documento de trabajo nim. 58, cesor,
Cémara de Diputados, México, 2008.

3 Cémara de Diputados, Senado de la Republica, Gobierno Fe-
deral, Reforma constitucional..., op. cit.

no es el primer esfuerzo en la materia. Entre 1994
y 1995 se llevé a cabo una reforma constitucional y
legal con el propésito de crear el Sistema Nacional
de Seguridad PUblica (sNsp). A partir de entonces,
los tres érdenes de gobierno quedaron obligados a
coordinarse en esta materia, a través de dos gran-
des instrumentos: la carrera policial y un sistema
de intercambio de informacién. Sin embargo, el
primero de ellos nunca se puso en préctica.*

El snsp fue el marco mediante el cual se canalizaron
recursos crecientes a la federacién, a los estados, y
en menor medida a los municipios para las tareas
de seguridad. Dichos recursos se han utilizado, en
su mayoria, para la compra de equipo y la cons-
truccién de infraestructura, sin que se hayan obser-
vado hasta el momento reducciones significativas
en la incidencia de delitos.”

Avances de la reforma penal
en las entidades federativas

Una de las primeras acciones después de la refor-
ma penal fue la aprobacién de la Ley del Sistema
Nacional de Seguridad Publica el 2 de enero de
2009. La ley tiene como obijetivo regular la integra-
cién, organizacién y funcionamiento del snsp, asi
como establecer la distribucién de competencias
y los bases de coordinacién en la materia entre
la federacién, los estados, el Distrito Federal y los
municipios.

La ley define la seguridad pdblica como una funcién
a cargo de los diferentes érdenes de gobierno, cuya
finalidad es salvaguardar la integridad y los derechos
de las personas, preservar las libertades, el orden y
la paz publicos. La seguridad pdblica comprende la
prevencién, investigacion y sancién de los delitos, asi
como la reinsercién social de los individuos.

La ley determina cémo se integra el snsp. Uno de
sus componentes principales es el Consejo Na-
cional de Seguridad Publica, que funge como la
instancia superior de coordinacién y definiciéon de
politicas publicas.

4 Arellano, “Instituciones policiales: situacién...”, op. cit.
5 Idem.
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Entre otras disposiciones, la ley establece la carrera
policial como el sistema de cardcter obligatorio y
permanente, a través del cual se definen los pro-
cedimientos de reclutamiento, seleccién, ingreso,
formacién, certificacién, permanencia, evaluacién,
promocién y reconocimiento; asi como la separa-
cién o baja del servicio de los integrantes de las
instituciones policiales.

En los articulos transitorios se establece que una
vez que entre en vigor la ley del snsp, el Ejecuti-
vo federal contard con el plazo de un afo para
crear e instalar el Centro Nacional de Certificacién
y Acreditacion, el cual deberd acreditar a los cen-
tros de evaluacién y control de confianza de las
instituciones de seguridad pUblica y sus respectivos
procesos de evaluacién en un plazo no mayor de
dos afos a partir de la entrada en operacién del
citado Centro Nacional.

Ademds, establece que de forma progresiva y en
un plazo de cuatro afos, las instituciones de se-
guridad publica, por conducto de los centros de
evaluacién y control de confianza, deberdn practi-
car las evaluaciones respectivas a sus integrantes,
de conformidad con lo dispuesto en la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Publica.
Lo anterior implica que en enero de 2013 todos
los integrantes de las instituciones de seguridad
pUblica deberdn contar con la certificacién esta-
blecida en el articulo 21 constitucional y en la Ley
General del snsp. Finalmente, mandata que quie-
nes no obtengan el certificado serdn separados
del servicio.

Una de los actividades del secretariado ejecutivo
del snsp es la creacién y/o fortalecimiento de Cen-
tros de Evaluacion y Control de Confianza. Al 28
de marzo de 2011 se contaba a escala federal con
dos centros acreditados, la misma cantidad en dos
entidades federativas: Baja California y Guanajua-
to; en 15 entidades se habian certificado los proce-
sos, en siete estados se encontraban en proceso de
certificacién, y en 13 entidades se estaba iniciando
el proceso de alineacién al modelo nacional. La
Unica entidad en vias de consolidacién era Quin-
tana Roo.

Al 28 de marzo de 2011, los informes de avances
de centros de evaluacién y control de confianza de
las instituciones vinculadas con la seguridad e im-
particiéon de justicia en las entidades federativas y
los municipios dan cuenta de los siguientes avan-
ces: en cuanto a las evaluaciones estatales integra-
les de control de confianza de mandos, operativos
y gabinete con acceso a funciones o informacién
sensible, Aguascalientes es la Unica entidad con
arriba de 75% de avance; ocho entidades registran
un avance de entre 25y 75%, entre las que desta-
can Baja California, Colima, Guanajuato y More-
los; en tanto que 23 entidades federativas registran
un avance menor de 25%, como se muestra en el
drea mds clara del Mapa 1.

Entre las entidades con los menores porcentajes
de avance se encuentran Chihuahua, Michoacén y
Guerrero, estados con el mayor nUmero de homi-
cidios en lo que va del afo.

Respecto a las instituciones policiales municipales,
el avance es menor que en las instituciones poli-
ciales estales. Ninguna entidad cuenta con avances
superiores a 75%. Sélo seis registran avances de
entre 25y 75%, como Aguascalientes, Baja Califor-
nia, Coahuila, Colima y Guanajuato. En contraste,
en 24 entidades federativas los avances son meno-
res de 25%, como se puede apreciar en el Mapa 2.

Ante el incremento de los indices delictivos, una de
las estrategias para enfrentarlo ha sido colocar a
militares al frente de las corporaciones policiales,
tanto estatales como municipales, lo que segin un
estudio de Andro Aguilar, no se ha reflejado en
una disminucién de los indices delictivos.¢

El estudio de Andro Aguilar sefiala que en 2011
en 14 estados del pais los gobernadores habian
nombrado a militares al frente de las secretarias
de seguridad publica y en seis al frente de las po-
licfas estatales, asi como en 36% de los directores
de seguridad pUblica en los 50 municipios con més
homicidios en el pais. Sin embargo, sefiala el au-
tor, militarizar las instancias de seguridad pUblica

¢ Andro Aguilar, “Militarizacién sin resultados”, en Enfoque, nim.
885, Suplemento del Diario Reforma, 10 de abril de 2011, p. 6.
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Mapa 1. Avance de evaluaciones estatales
de control de confianza 2011

-Con mdas de 75% de avance
Entre el 25% y 75 de avance
[ ]Entidades con menos de 25% de avance

Fuente: Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Publica,
Informe de avances, Centros de evaluacién y control de confianza, Secretaria
de Gobernacién, México, 2011.

Mapa 2. Avance de evaluaciones municipales
de control de confianza 2011

I M Entre el 25% y 75 de avance

Con menos de 25% de avance

Fuente: Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Publica,
Informe de avances, Centros de evaluacién y control de confianza, Secretaria
de Gobernacién, México, 2011.
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ha sido una solucién poco eficiente, ya que en la
mayoria de los casos se han incrementado los deli-
tos en las entidades que han optado por militares.”

Otro de los problemas que se han sefalado para
combatir la inseguridad pUblica es la dispersién de
las fuerzas policiales. Asi, un estudio de Raul Be-
nitez Manaut indica que en 2006 existian 1,661
corporaciones policiales y en 2008 habia 340 mil
policias distribuidos entre policias municipales, es-
tatales y federales.®

Una de las opciones del presidente de la Republica
en materia de seguridad piblica y combate del cri-
men organizado fue la iniciativa de reforma consti-
tucional que envié al Senado de la RepUblica para
establecer el mando Unico policial el 6 de octubre
de 2010. La iniciativa fue turnada para su andlisis
a las comisiones unidas de Puntos Constitucionales,
de Seguridad Puéblica, y de Estudios Legislativos.

En la exposicién de motivos se plantea que la pro-
puesta del mando Unico policial estatal subsidiario
tiene las siguientes premisas: se crean o fortalecen
policias estatales; concentra el mando de todos los
cuerpos policiales de los estados en el gobernador
de cada entidad; adopta el “principio de subsidiarie-
dad”, el cual se traduce en que el orden de gobierno
mads amplio o mayor no debe hacer lo que el orden
de gobierno mds cercano a la ciudadania puede
hacer; adiciona el “principio de corresponsabilidad”
entre las instituciones de seguridad y policiales entre
si; defiende la necesidad de conservar y desarrollar
a la policia municipal; reconoce en el factor humano
el componente mds importante del estado de fuerza
policial, por encima del componente tecnolégico v,
finalmente, apuesta por la carrera policial como me-
canismo de incorporacién a la policia.

La iniciativa de mando Unico ha sido rechazada
por autoridades locales, como la Asociacién de
Municipios de México y ha sido apoyada por el sNsp
ante el Senado.’

7 Idem.

8 Raul Benitez Manaut, “La crisis de seguridad en México”, Nue-
va Sociedad, nim. 220, marzo-abril de 2009.

? Diario Reforma, 10 de abril de 2011, México, p. 2.

Independientemente de que no se han logrado los
consensos para aprobar la iniciativa presidencial
de mando Unico, Maria de la Luz Gonzdlez infor-
maba que la Secretaria de Gobernacién habia co-
menzado a definir las reglas para el otorgamiento
de recursos a las entidades federativas con el pro-
pésito de impulsar el mando GUnico policial.

Las reglas, comentaba la reportera, establecian la
suscripcién de un convenio y otras acciones como
un Plan Estatal de Implementacién que contendria
los programas de equipamiento y de reorganiza-
cién de estructuras necesarios para crear el primer
Médulo de Policia Estatal, el Programa Estatal de
Seguridad Publica y un diagnéstico de la entidad
en este tema.'?

Otra propuesta relevante en materia de seguridad
la envié el titular del Ejecutivo al Senado de la Re-
publica el 23 de abril de 2009. Es una iniciativa de
reforma a la Ley de Seguridad Nacional la cual,
previa discusién y andlisis, fue aprobada en la Cé-
mara alta.

El 20 de julio de 2010, la Mesa Directiva de la
Cémara de Diputados turné la minuta a las co-
misiones unidas de Gobernacién, Justicia, Defensa
Nacional y de Seguridad Publica para su estudio y
dictamen correspondiente.

En abril de 2011, casi al término del periodo or-
dinario de sesiones, la minuta que reforma la Ley
de Seguridad Nacional era uno de los temas de
interés tanto del grupo parlamentario del Parti-
do Accién Nacional (pAN) como del Partido Re-
volucionario Institucional (PrI) en la Cédmara de
Diputados. Los diarios nacionales daban cuenta
de algunos riesgos en la posible aprobacién de
la mencionada minuta, ya que otorgaba nuevas
facultades a las fuerzas armadas para suspender
garantias y declarar estado de excepcién en el
combate al narcotréfico, sin mds voluntad que la
del Ejecutivo."!

19 E] Universal, lunes 31 de enero de 2011, en www.eluniversal.
com.mx (fecha de consulta: 25 de abril de 2011).

" El Universal, lunes 25 de abril de 2011, www.eluniversal.com.
mx (fecha de consulta: 25 de abril de 2011).
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Al respecto, el diputado JesUs Alfonso Navarrete
Prida explicé que las modificaciones realizadas a
la minuta del Senado sobre reforma a la Ley de
Seguridad Nacional por un grupo de trabajo de
legisladores de todos los grupos parlamentarios, a
peticién de la Junta de Coordinacién Politica, sélo
acota las facultades del presidente en el uso de las
fuerzas armadas para preservar la seguridad inte-
rior. Agregd que los cambios realizados permiten
clarificar lo que corresponde a la seguridad puébli-
ca y seguridad nacional, términos que, segun él,
muchas veces se confunden.'?

Comentarios finales

La reforma penal —y en especifico la capacitacién
y profesionalizacién de los cuerpos policiacos—
avanza lentamente segin los dmbitos de gobier-
no. Después de lo visto hasta aqui, el gobierno
federal tiene los mayores avances en cuanto a la
profesionalizacién, capacitacién y certificaciéon de
los policias. Por esa razén, el titular del Ejecutivo
recientemente declaré que es “urgente que los go-
biernos estatales y municipales actéen y depuren,
capaciten y fortalezcan a sus cuerpos policiacos”. '

2 Cédmara de Diputados, conferencia de prensa del diputado
JesUs Alfonso Navarrete Prida, 26 de abril de 2011.

'3 Mayolo Lépez, “Condena Calderén tibieza en estados”, Dia-
rio Reforma, sébado 15 de abril de 2011, México, primera pla-
na.

Recientemente, ante el movimiento civil desatado
por el asesinato del hijo del poeta Javier Sicilia,
en Morelos, que culminé con un clamor generali-
zado hacia la politica contra el crimen con un “Ya
basta”, el presidente de la Republica reiteré el lla-
mado a los gobiernos estatales y municipales para
que cumplan con sus responsabilidades y depuren,
capaciten y fortalezcan a sus corporaciones poli-
ciacas.™

Sin embargo, como se ha visto aqui, las disposicio-
nes para modernizar y profesionalizar a los cuer-
pos policiacos y ministeriales se han venido apli-
cando lentamente, por lo que los resultados de la
reforma seguramente serdn visibles en el mediano
y largo plazos.

Los especialistas en seguridad coinciden en que la

formacién de policias profesionales con vocacién
de servicio, la reestructuracién del sistema de jus-
ticia que permita la adecuada aplicacion de la ley,
y la intervencién de otro poder —ademdés del Eje-
cutivo— que evalué la estrategia de seguridad, son
medidas que deben incorporarse para enfrentar a
la delincuencia.

4 El Universal, sdbado 16 de abril de 2011, en www.eluniversal.
com.mx (fecha de consulta: 25 de abril de 2010).
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AVANCE DE LA REFORMA DE JUSTICIA
PENAL EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Juan Pablo Aguirre Quezada*

La reforma constitucional en materia de jus-
ticia penal entré en vigor el 18 de junio de
2008. En el transitorio segundo del decre-
to establece un lapso de ocho afos para
que la federacién, los estados y el Distrito
Federal expidan las modificaciones y orde-
namientos a fin de implementar el sistema
procesal acusatorio. Este documento refiere
los avances en la materia en los estados a
casi tres afos de la aprobacién del decreto.

La reforma constitucional obliga a los sistemas de
justicia estatales a realizar cambios que implican
una transformacién del Poder Judicial, que va des-
de la capacitacién en la materia y la aprobacién
de leyes en los congresos locales hasta difundir los
elementos de la reforma. El transitorio segundo
sefala que en el momento de la publicacién de
los ordenamientos legales, los érganos legislativos
deberdn realizar la difusién del sistema procesal
penal acusatorio y la manera en que operardn di-
chas garantias.

Anadlisis de la situacion actual

La Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién
para la implementacién del Sistema de Justicia Pe-
nal (Setec) clasifica a las entidades federativas de
acuerdo con el cumplimiento de nueve ejes temdti-
cos por orden légico:

Planeacién

Fomento de acuerdo politico
Normatividad

Capacitacién
Reorganizacién institucional
Difusién

o ELN -

* Candidato a Doctor en Humanidades por la Universidad La-
tinoamericana. Licenciado en Ciencias Politicas por la Univer-
sidad Nacional Auténoma de México. Investigador del cesor.
Lineas de investigacién: estudios sociales en temas de juventud.
Correo electrénico: pablo.aguirre@congreso.gob.mx

7. Infraestructura y equipamiento
8. Evaluacién y seguimiento
9. Otorgamiento de recursos

Los estados en etapa inicial deben fomentar el
acuerdo politico para la creacién del 6rgano im-
plementador, asi como presentar proyectos de
normatividad, sensibilizacién para las instituciones
(minimo cinco) y capacitacién (puntos 1, 2, y par-
cialmente 3y 4).

En lo etapa de planeacién las entidades deben
contar con normatividad aprobada y en proceso
de difusién; la procuraduria debe invertir en estruc-
tura y equipamiento, ademds de fortalecer los ru-
bros de reorganizacién institucional, capacitacién y
difusién (puntos 3, 4, y parcialmente 5y 6).

La etapa de entrada en vigor requiere que los es-
tados presenten avances en reorganizacién insti-
tucional, capacitacién, difusién, estructura y equi-
pamiento. Lo destacado en este bloque es que la
normatividad tiene ajustes finales (puntos 3, 4, 5,
6y7).

Una vez que el sistema acusatorio se realiza en la
entidad, se deben realizar mejoras continuas en
materia de normatividad, difusién, capacitacién,
tecnologias de la informacién, infraestructura y
equipamiento (puntos 8 y 9). Se estima que todos
los estados lleguen a esta etapa en 2016, fecha en
que vence el plazo para la adopcién de la reforma
constitucional.

Hasta finales de enero de 2011 la implementacién
del sistema de justicia acusatorio estaba en etapas
inicial o de planeacién en dos terceras partes de
los estados, lo que indica el atraso para la puesta
en marcha de los juicios orales. Chihuahua es la
entidad con mayor avance, donde los juicios orales
ya funcionan plenamente. El Esquema 1 muestra el
avance de la reforma por entidad federativa.

Entidades en etapa inicial

Las entidades en etapa inicial, segin la Setec, han
cumplido parcialmente los nueve ejes teméticos. La
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Tabla 1 sefala los rubros cumplidos por entidad
federativa.

En el bloque de las entidades en etapa inicial se
aprecia que el rubro de capacitaciéon presenta ma-
yor avance que otros; destacan los casos de Baja
California Sur, Nayarit y Veracruz.

En Aguascalientes existe poco avance en la aplica-
cién del sistema de justicia acusatorio; sélo cuenta
con un acuerdo entre los tres poderes. Entre los
proyectos programados para 2011 destaca el de
impulsar la normatividad con cambios en la Cons-
titucién y en los cédigos penales locales. Si el Poder
Judicial estatal cumple las metas establecidas y se
crea el érgano implementador, la entidad podria
avanzar a la etapa de planeacién para 2012.

Baja California Sur sélo tiene avances en capacita-
cién. El Poder Judicial estatal tiene como pendien-
tes, en 2011: impulsar las normas a la legislacién
aplicable; realizar la encuesta de percepcién de
justicia penal; crear instancias técnicas para la
implementacién de la reforma, y capacitar y re-
organizar las funciones del sistema de justicia. La
entidad deberd redoblar esfuerzos para el cumpli-
miento de la reforma constitucional a fin de dar
cumplimiento en tiempo y forma al transitorio.

El Poder Judicial de Coahuila no presenta avances
en la puesta en marcha de los juicios orales, y en
2011 deberd reorganizar las instituciones, elabo-
rar la encuesta de percepcién de la justicia penal,
capacitar sobre juicios orales y fomentar el acuer-
do politico con la creacién de instancias técnicas
que coadyuven al avance de la reforma. Asimis-
mo, el Congreso local deberd impulsar cambios
en la Constitucién y el Cédigo de Procedimientos
Penales estatales, a fin de instalar el sistema acu-
satorio. Debido al atraso que el estado presenta en
el cumplimiento de los ejes temdticos, es dificil que

pueda pasar a la etapa de planeacién en lo que
queda de 2011.

Nayarit es una de las entidades mds atrasadas a
escala nacional, debido a que sélo tiene avances
en el rubro de capacitacién, y no cuenta con el

acuerdo politico para crear la instancia técnica.
El Congreso local debe impulsar cambios en la
Constitucién y el Cédigo Penal del estado a fin de
adecuar el marco legal a la reforma de justicia del
sistema acusatorio. Los avances programados no
serdn suficientes para que el estado transite a la
fase de planeacién en los préoximos meses.

En Quintana Roo la instancia técnica no existe,
debido a que el acuerdo politico no ha sido im-
pulsado en el estado. Los rubros de capacitacién,
reorganizacién y difusién estén en etapa inicial. El
Congreso local aun debe impulsar las reformas a
la Constitucién y al Cédigo Penal. Si el Poder Ju-
dicial estatal cumple la meta anual programada,
serd probable que en 2012 alcance la categoria
de planeacién.

Sinaloa no cuenta con la instancia técnica y pre-
senta atrasos en la reforma al sistema de justicia
penal; no tiene avances significativos en la imple-
mentacién. El Congreso local debe impulsar cam-
bios a la Constitucién y al Cédigo Penal del estado
a fin de que entre en vigor el sistema acusatorio.
En el corto plazo la entidad continuard clasificada
en etapa inicial.

Veracruz estd rezagado en la implementacién del
nuevo sistema de justicia; sus avances son en ca-
pacitacién y en el acuerdo entre los poderes. Hay
varios pendientes por resolver en el presente afo,
de los cuales destacan las reformas a la Consti-
tucién y el Cédigo de Procedimientos Penales del
estado; crear el érgano implementador; elaborar
la encuesta de percepcién de la justicia penal e ini-
ciar la difusién de la reforma, entre otros. En caso
de que la entidad cumpla con las actividades pro-
gramadas de los ejes temdticos, podré pasar a la
etapa de planeacién el préximo afo.

En términos generales, las siete entidades en la
etapa inicial presentan varios retos, segun el Setec,
en la implementacién de la reforma en planeacién,
normatividad, difusién, infraestructura, equipa-
miento, evaluacién o reorganizacién institucional.
En tres estados se ofrecié capacitacién. De acuerdo
con el documento de la Setec, Coahuila, Quintana
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Esquema 1. Bloques de entidades de acuerdo con el estado
de la reforma penal en 2011

Etapainicial
(Aguascalientes, BCS,
Coahuila, Nayarit, Q

Roo, Sinaloay
Veracruz)

Etapa de operacion Etapa de planeacion
(Chihuahua, Oaxaca, (Campeche, Chiapas,

Durango, Zacatecas, Colima, D.F, Guerrero,
México, Morelosy Jalisco, Michoacan,
Baja California) Nuevo Ledn)

Etapaentradaen
vigor 2011 (Hidalgo,
Guanajuato, Yucatan,

Puebla)

Fuente: Tomado de Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién para
la implementacién del Sistema de Justicia Penal, Avances en la implemen-
tacién de la reforma de justicia penal, 25 de enero de 2011. Disponible
en: www.setec.gob.mx (fecha de consulta: 19 de abril de 2011).

Tabla 1. Ejes temdticos realizados en las entidades federativas en etapa inicial

Baja

P Coahuila | Nayarit | Quintana Roo | Sinaloa | Veracruz
California Sur

Eje temdético Aguascalientes

Fomento de N N
acuerdo politico

Planeacién

Normatividad
Capacitacién v N N

Reorganizacién
institucional

Difusién

Infraestructura
y equipamiento

Evaluaciéon
y seguimiento

Otorgamiento
de recursos

Fuente: Elaboracién propia con datos de la Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién para la Implementacién
del Sistema de Justicia Penal, Avances en la implementacién..., op. cit. (fecha de consulta: 26 de abril de 2011).
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Roo y Sinaloa son las demarcaciones que mayor
atraso presentan en la implementacion del modelo
acusatorio.

Estados en etapa de planeaciéon

Cerca de la mitad de las entidades federativas se
encuentran en el bloque de etapa de planeacién,
y han dado cumplimiento a por lo menos dos ejes
tematicos. Todos los estados incluidos en la etapa
de planeacién tienen impartidos cursos de capaci-
tacién (Tabla 2).

En Campeche, el Congreso local realizé6 cambios
a la Constituciéon y a la Ley de Ejecucién estatal.
La entidad tiene érgano implementador y presenta
avances en capacitacién e infraestructura, ademdés
de contar con un prediagnéstico de reorganizacién.
El Poder Judicial del estado deberd avanzar para
la operacién del sistema acusatorio en 2011 con
acciones de planeacién, capacitacién y difusiéon de
la nueva normatividad, a fin de prepararse para la
entrada en vigor de la reforma constitucional.

En Colima, la reforma al sistema penal cuenta
con el acuerdo politico que permitié avances en la
capacitacién temdtica. Sin embargo, el Congreso
local deberd aprobar el paquete legislativo para
adecuar las leyes al nuevo modelo acusatorio.
Ademds, en 2011, el Poder Judicial estatal debe
reorganizarse, difundir los avances, capacitar y
adaptar tecnologia, equipamiento e infraestructura
para la entrada en vigor de los juicios orales. Una
vez que la normatividad sea aprobada y difundida,
la entidad se situard en etapa de entrada en vigor.

En Chiapas se reportan avances en capacitacién,
reorganizacién de instituciones y creacién del 6r-
gano implementador. Pese a ello no existen ma-
yores cambios en equipamiento e infraestructura.
Ademads, el Poder Judicial estatal debe fortalecer
las acciones de capacitacién y difusién para pasar
a la etapa de entrada en vigor.

En el Distrito Federal el paquete legislativo estd en
proceso de elaboracién y existen avances en ca-
pacitaciéon. Ademds, el érgano implementador ini-

cié funciones. Los pendientes por realizar en 2011
son: difusién de la normatividad, reorganizacién
institucional, ampliar el personal capacitado, entre
otros. La nueva Ley debe ser aprobada a fin de que
la entidad supere la etapa de planeacién.

En Guerrero el érgano implementador inicié fun-
ciones y reporta avances en capacitacion y reorga-
nizacién. Sin embargo, la normatividad reformada
tiene que ser socializada, asi como reforzar las
acciones de planeacién, capacitacién, reorgani-
zacién, infraestructura, equipamiento, tecnologia y
difusién. Estos atrasos no permiten que el estado
pueda ser clasificado en la etapa siguiente.

Jalisco cuenta con érgano implementador y avan-
z6 en la capacitaciéon sobre la reforma de justi-
cia penal. Sin embargo, aln no existe el paquete
legislativo y el Poder Judicial de la entidad tiene
que presentar proyectos de reorganizacién institu-
cional, infraestructura, equipamiento, tecnologia y
difusién en 2011. Si la normatividad no es aproba-
da en su totalidad, la entidad no podrd superar la
etapa en que se encuentra.

En Michoacdn existe un érgano implementador
que reporta avances en capacitacion, pero ain ca-
rece del paquete legislativo. La normatividad refor-
mada tiene que ser socializada de acuerdo con los
principios del sistema acusatorio.

El Poder Judicial del estado considera, para este
afo: presentar el diagndstico y la planeacién inte-
gral de todas las instituciones de justicia estatales,
una campaia de difusién, y acciones de capaci-
tacién, entre otros. La entidad es una de las mdés
rezagadas del bloque que conforma la etapa de
planeacién.

El Congreso de Nuevo Leén realizé algunas refor-
mas al Cédigo Penal del estado. Por su parte, el
Poder Judicial cuenta con un prediagnéstico de re-
organizacién y avances en infraestructura y capa-
citacién. No obstante, la entidad no tiene érgano
implementador, por lo que estos atrasos detienen
el avance hacia la puesta en operacién del sistema
acusatorio.
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Querétaro cuenta con érgano implementador y
avances en capacitacién. Sin embargo, adn no
tiene el paquete legislativo completo y el Poder Ju-
dicial requiere reforzar las acciones de reorgani-
zacién institucional, capacitacién, infraestructura,
equipamiento, tecnologia y difusién, a fin de supe-
rar la etapa de planeacién. La falta de aprobacién
de la nueva normatividad en la entidad dificulta el
avance hacia la siguiente etapa de ejecucién.

En San Luis Potosi existe el érgano implementador
con avances en el rubro de capacitacién. El Con-
greso local aprobé la reforma constitucional, pero
aun falta el paquete legislativo, por lo que se dard
mayor difusién de la normatividad reformada. El
Poder Judicial del estado deberé avanzar este afio
en la planeacién y reorganizacién institucional,
ademds de dar seguimiento a los rubros de capa-
citacién, infraestructura, equipamiento, tecnologia
y difusién. De adecuar la Constitucién y el Cédigo
Penal estatal, la entidad dard un paso importante
para la puesta en marcha del sistema acusatorio.

Sonora presenta avances en capacitacién y cuen-
ta con el érgano implementador, pero el Congre-
so local adn no cuenta con el paquete legislativo.
En 2011 el Poder Judicial estatal planea presentar
avances en: diagndstico y planeaciéon integral para
las instituciones de justicia estatales, infraestructura,
equipamiento, tecnologia y difusién. La entidad pre-
senta retrasos que no le permitirdn avanzar a la si-
guiente etapa hasta que integre més ejes temdticos.

En Tabasco existe 6rgano implementador de la re-
forma y el personal del Poder Judicial recibié ca-
pacitacién. El Congreso local deberé aprobar el
paquete legislativo en 2011 para adecuar la nor-
matividad, y el Poder Judicial estatal deberé forta-
lecer acciones de planeacién, reorganizacién, in-
fraestructura, equipamiento, tecnologia y difusién
en este afo, a fin de consolidar el proceso para la
entrada en vigor de los juicios orales.

Tamaulipas no tiene paquete legislativo. Entre las
acciones programadas para 2011 destacan: for-
talecer la capacitacién, disefar la reorganizacién
institucional, realizar una campafa de difusién,

diagnéstico y planeacién para todas las institucio-
nes de justicia estatales e invertir en infraestructura,
tecnologia y equipamiento. La entidad dificilmente
pasard a la etapa de entrada en vigor en 2011
debido a que sélo tiene cumplimiento en acciones
de acuerdo politico y capacitacién.

El Poder Judicial de Tlaxcala deberd realizar el diag-
nostico, planeacién y reestructura de sus institucio-
nes, ademds de invertir en infraestructura, tecnolo-
gia y equipamiento con el propésito de generar las
condiciones necesarias para la realizacién de juicios
orales. En la entidad existe 6rgano implementador y
el Congreso local realizé la reforma constitucional,
pero aun falta el paquete legislativo que le permitira
avanzar hacia la etapa de entrada en vigor.

Los estados en etapa de planeacién presentan im-
portantes avances en capacitacién y la creacién
del 6rgano implementador. Pero la mayoria tiene
pendientes los rubros de normatividad y reorgani-
zacién institucional.

Estados en etapa de entrada en vigor

Hidalgo, Guanajuato, Puebla y Yucatén se encuen-
tran en la etapa de entrada en vigor. Estos estados
cumplieron con requisitos como contar con el érga-
no implementador, avances en normatividad, ca-
pacitacién y reorganizacién institucional (Tabla 3).

La Ley del Proceso Penal de Guanajuato entrard
en vigor el 1 de septiembre de 2011 en la regién
uno y terminaré de instaurarse el 1 de enero de
2015 en la regién cuatro. La entidad cuenta con el
6rgano implementador que reporta avances en la
reorganizaciéon y capacitacién sobre la reforma del
sistema de justicia. Para 2011, el Poder Judicial es-
tatal deberd fortalecer los rubros de capacitacién,
reorganizacién, tecnologia y difusién.

Por su parte, el Congreso local debe legislar so-
bre las leyes secundarias y complementarias a la
Constitucién y el Cédigo Penal del Estado. El si-
guiente paso para alcanzar la etapa de operacion
es realizar juicios orales en por lo menos una zona
de la demarcacién.
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Hidalgo cuenta con el érgano implementador y
presenta avances en capacitacién, difusién, infra-
estructura y equipamiento. Ademds, el paquete le-
gislativo se encuentra en elaboracién y el Cédigo
de Procedimientos Penales del estado se halla en
proceso de dictamen para aprobacién.

El Congreso del estado deberd reformar las leyes
secundarias y complementarias a la Constitucién
y el Cédigo de Procedimientos Penales locales a
fin de adaptarse a los requerimientos del sistema
acusatorio. Asimismo, el Poder Judicial deberd for-
talecer los rubros de capacitacién, equipamiento,
infraestructura, reorganizacién y difusién previo al
inicio de operaciones de los juicios orales.

En Puebla la reforma al sistema de justicia entrard
préximamente en vigor; falta definir la fecha por
parte del érgano implementador. El Congreso del
estado aprobé el paquete legislativo completo.
Ademds, la entidad presenta avances en los rubros
de capacitacién y reorganizacién. Los diputados
locales aun tendrdn que realizar ajustes a la Cons-
titucién y el Cédigo Penal y Civil del estado.

Yucatdn presenta avances previos a la entrada en
vigor de la reforma de justicia, entre ellos la crea-
cién del 6rgano implementador, el prediagnéstico
de reorganizacién y capacitacién. La Constitucién
local fue reformada y se espera que el paquete le-

gislativo sea aprobado en los primeros meses de
2011.

Los retos pendientes para pasar a la operacién del
sistema acusatorio son: reformar las leyes secun-
darias y complementarias a la Constitucién y el
Cédigo Procesal Penal estatal; avanzar en la co-
bertura de la capacitacién; equipar las salas de
juicio y defensorias, implementar planes de reor-
ganizacién y difusién intensiva del nuevo modelo
de justicia. La entidad pasard a etapa de opera-
cién una vez que se realicen juicios en el modelo
acusatorio.

Los poderes judiciales de todos estos estados ten-
drén que concretar algunos elementos de la refor-
ma para la implementacién del sistema acusatorio.

Estados en etapa de operacion

En etapa de operacién se encuentran siete entida-
des: Chihuahua (funcionando), Oaxaca, Durango,
Zacatecas, Estado de México, Morelos y Baja Cali-
fornia. En tales estados ya se llevan a cabo juicios
orales en por lo menos una de sus regiones, asf
como avances en estos rubros: fomento de acuer-
do politico, normatividad, capacitacién, reorgani-
zacién institucional, difusién, infraestructura y equi-
pamiento (Tabla 4).

Baja California tiene un avance significativo en la
implementacién de la reforma. El Congreso estatal
emitié la declaratoria de constitucionalidad y apro-
bé la normatividad orgdnica y sustantiva completa.
La reforma entrd en vigor en la regién uno el 11 de
agosto de 2010 y en la regién dos operard en este
afo, pero aun no se define la fecha de funciona-
miento en la regién tres. Los pendientes que existen
en la reforma del sistema de justicia penal en la
entidad son: aplicar la capacitacién; realizar los 0l-
timos ajustes a la normatividad; concluir el proceso
de difusién e invertir en estructura y equipamiento.

El sistema acusatorio funciona en Chihuahua y es
el primer estado en operar la reforma penal. En las
tres regiones entré en vigor en el periodo compren-
dido de enero de 2007 a julio de 2008. La entidad
presenta avances satisfactorios en capacitacién,
difusién, infraestructura y equipamiento. Ademds,
el Congreso local aprobé el paquete de iniciati-
vas legislativas a fin de realizar los juicios orales.
Sin embargo, el Poder Judicial de la entidad tiene
como meta ajustar los Ultimos detalles respecto a
normatividad, capacitacién, difusién, estructura y
equipamiento. Algunos autores han presentado es-
tudios en los que sugieren algunas evaluaciones al
nuevo sistema de justicia penal.

El sistema acusatorio entré en vigor en la regidn
uno de Durango el 14 de diciembre de 2009, aun-
que aln no se encuentra definido en la regién 2.
En la entidad existe el érgano implementador de
la reforma, asi como avances en reorganizacién
institucional, equipamiento, tecnologia y difusién.
Asimismo, el Congreso local aprobé el paquete le-
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Tabla 3. Ejes temdticos realizados en las entidades federativas en etapa de entrada en vigor

Eje temdtico Guanajuato Hidalgo Puebla Yucatén
Fomento de acuerdo politico \ \ \ \
Planeacion \
Normatividad \ \ \ \
Capacitacién \ \ \ \
Reorganizacién institucional \ \ \ \
Difusién v v
Infraestructura y equipamiento \ \ \
Evaluacién y seguimiento
Otorgamiento de recursos

Fuente: Elaboracién propia con datos de la Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién para la implementa-
cién del Sistema de Justicia Penal, Avances en la implementacién..., op. cit. (fecha de consulta: 26 de abril de 2011).

Tabla 4. Ejes temdéticos realizados en las entidades federativas en etapa de operacién

Eje temdtico B.OIG . Chihuahua | Durango Esfa/dc') de Morelos | Oaxaca | Zacatecas
California México
Fomento de
acuerdo politico v v v v v
Planeacién
Normatividad \ \ \ \ \ V \/
Capacitacién \/ \/ \/ V \/ \ \/
Reorganizacion
institucional v v v v v v v
Difusién J \/ J \/ \/ v
Infraestructura y N N N N N \
equipamiento
Evaluacién y
seguimiento
Otorgamiento
de recursos

Fuente: Elaboracién propia con datos de la Secretaria Técnica del Consejo de Coordinacién para la Implementa-
cién del Sistema de Justicia Penal, Avances en la implementacién..., op. cit. (fecha de consulta: 26 de abril de 2011).
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gislativo integral. Los pendientes por resolver son
ajustes finales a la normatividad, capacitacién, in-
fraestructura y equipamiento.

En cuatro regiones del Estado de México opera el
nuevo sistema de justicia. En la regién cinco se es-
tima que el primero de noviembre del presente afo
inicie funciones el modelo acusatorio. El Congreso
local realizard los ajustes finales a la normatividad
reformada en el resto de 2011. El Poder Judicial
cumpliré con las acciones finales de capacitacién,
infraestructura, equipamiento y difusién como
meta anual.

En Morelos el sistema de justicia acusatorio estd
en funciones en las tres regiones en que se divide
el estado; la Gltima fase entrd en vigor el 14 de
febrero de 2011. El Poder Judicial local presenta
avances en capacitacién, equipamiento e infraes-
tructura, ademdés de presentar el proyecto de reor-
ganizacién. Los requerimientos finales de capacita-
cién, difusién, normatividad y equipamiento serdn
resueltos en el resto del afo. Asimismo, el Congre-
so estatal realizard ajustes finales a la legislacién
reformada.

En dos de las seis regiones de Oaxaca ya entré en
vigor el nuevo sistema de justicia penal. Asimismo,
la entidad reporta avances en capacitacién y difu-
sién, pero carece del érgano implementador. Pese

a ello, el estado estd clasificado en la etapa de
operacién debido a la realizacién de juicios orales
en la demarcacién. Se espera que en el presente
afio el Congreso local realice los Gltimos ajustes
a la normatividad reformada, y el Poder Judicial
de Oaxaca concluya los rezagos en capacitacion,
difusién, estructura y equipamiento.

En Zacatecas el sistema acusatorio entré en vigor
el 5 de enero de 2009 para la regién 1 de la en-
tidad y se tiene previsto que en julio de 2012 y el
7 de enero de 2013 aplique para las regiones 2 y
3, respectivamente. Pese a no contar con érgano
implementador, la reforma presenta avances en el
prediagndstico de reorganizacién y capacitacién.
El Poder Judicial del estado contempla concluir los
detalles pendientes de capacitacién, infraestructu-
ra, equipamiento y difusién antes de que termine
2011. Por su parte, el Congreso local puede reali-
zar los ajustes finales a la normatividad reformada.

A casitres afios de la implementacién de la reforma
constitucional, sélo la quinta parte de las entidades
federativas realiza procesos penales en el esque-
ma acusatorio. Si bien algunos juristas consideran
que el cambio del modelo penal estd atrasado en
algunos estados, es importante que todas las enti-
dades federativas adopten el sistema acusatorio en
el plazo acordado, a fin de que la sociedad tenga
confianza y certeza en la procuracién de justicia.
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VICTIMIZACION Y EVALUACION
DE LA REFORMA PENAL

Gustavo Meixueiro Ndjera*
y Efrén Arellano Trejo**

Este articulo presenta los resultados mdés
relevantes de la encuesta nacional telefé-
nica del cesop, realizada con el objetivo de
identificar los indices de victimizacién entre
la poblacién mayor de 18 afos, asi como
sus percepciones sobre las propuestas y
avances de la reforma penal.!

I. Victimizacién e impunidad

La impunidad y las dificultades que enfrentan las
victimas para lograr la reparacién del dafo en
México son dos factores que ilustran y explican la
persistencia y crecimiento de la incidencia delictiva.
Mientras los delincuentes no sean detenidos y al
mismo tiempo ellos sepan o perciban que existen
pocas probabilidades de ser castigados, serd im-
posible disminuir los indices delictivos. El Instituto
Ciudadanos de Estudios sobre la Inseguridad (icEsi)
lo ha planteado en los siguientes términos: “(se) ha
encontrado que las condiciones sociales de mar-
ginacién, pobreza, etcétera, si bien influyen en la
comisién de delitos, la mayoria de ellos se explica
por otros dos factores: la reincidencia victimal y la
impunidad”.?

* Maestro en Planeacién del Desarrollo Regional. Director del
Area de Estudios Regionales del cesor. Lineas de investigacién:
turismo, democracia, participacién ciudadana. Correo electré-
nico: gustavo.meixueiro@congreso.gob.mx

** Maestro en Comunicacién Politica por la unam. Investigador
del Area de Opinién Publica del cesor. Lineas de investigacién:
opinién publica, cultura politica, andlisis de medios de comu-
nicacién, y seguridad publica. Correo electrénico: efren.arella-
no@congreso.gob.mx

! cesop, Encuesta sobre seguridad piblica, con base en entrevis-
tas telefénicas, a ciudadanos con més de 18 afos residentes en
el territorio nacional, realizadas el 15y 16 de abril, 506 casos,
a un nivel de confianza de 95% y margen de error de +/-4.4
por ciento.

2 icesl, Andlisis de la séptima encuesta nacional sobre inseguri-
dad Ensi-7/2010, México, febrero de 2011, con base en la “En-
cuesta Nacional sobre Inseguridad”, realizada por el INEGI; con
entrevistas domiciliarias a nivel nacional, disponible en www.
icesi.org.mx (fecha de consulta: abril de 2011).

Por ello, en las encuestas y estudios sobre victimi-
zacién y evaluacién del desempefo institucional
resulta relevante conocer la evoluciéon de la in-
cidencia delictiva y lo que ocurre con los hechos
denunciados. Con este propdsito, el pasado 15
y 16 de abril, el cesop llevéd a cabo una encuesta
nacional telefénica entre la poblacién mayor de
18 afos. Como el lector podrd advertir en las si-
guientes pdéginas, también se incluyeron pregun-
tas para indagar el nivel de conocimiento sobre
las propuestas de reforma penal y de seguridad
pUblica de 2008.

Respecto al numero de victimas y su evolucién
reciente, la Grdéfica 1 muestra que los resultados
del cesop para 2011 son muy similares a la ten-
dencia identificada en afios anteriores por la En-
cuesta Nacional sobre Inseguridad (ensl), realizada
por el Icesi y el INEGl. Con base en ello se puede
observar que en los Ultimos cuatro afos no han
existido muchas variaciones en el nimero de de-
litos ocurridos periédicamente en el pais. Hay que
advertir, sin embargo, que la Ensi es realizada con
entrevistas domiciliarias y la encuesta del cesop es
telefénica, lo que implica, entre ofras cosas, que
esta Ultima tenga un sesgo mds urbano entre su
poblacién entrevistada. Esto explica, a su vez, que
tal encuesta haya reportado una mayor cantidad
de delitos, pues la delincuencia tiende a enfocarse
en las grandes concentraciones urbanas.

Por otra parte, la Gréfica 2 muestra el nimero
de delitos con la mayor incidencia entre la po-
blacién entrevistada. En este caso destaca, como
también lo han sefalado otros estudios, que la
poblacién estd mds expuesta a los robos “de
oportunidad”, que aquellos que se realizan apro-
vechando las rutinas de traslado de las personas.
Asi, casi cuatro de cada 10 delitos son asaltos en
la via publica.

Este dato corrobora que la poblaciéon en gene-
ral estd expuesta mds directamente a la llamada
“delincuencia comun” y por ello la importancia
estratégica de la capacidad y eficacia de las au-
toridades locales, en particular policias, Ministerio
Publico (Mp) y juzgados.
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Grdfica 1. Porcentajes de hogares con alguno de sus integrantes victima de delito
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Fuente: Icesi, Andlisis de la séptima encuesta nacional..., op. cit. y cesop, Encuesta sobre
seguridad publica, op. cit.
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Grdéfica 2. éDe qué delito se tratd?
(porcentajes sélo entre quienes declararon tener alguna victima)
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Fuente: cesop, Encuesta sobre seguridad piblica, op. cit.
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Para el caso de las personas que dijeron que en
su hogar existia una victima de la delincuencia,
67% dijo que habia ocurrido con algin tipo de vio-
lencia, tales como amedrentamiento por parte de
una persona armada, insultos y amenazas, golpes
o lesiones, o bien una combinacién de estas tres
acciones.

Las grdficas 3 y 4 dimensionan el nivel de impu-
nidad con que opera la delincuencia y los escasos
incentivos que tienen las victimas para denunciar y
dar seguimiento a este proceso. En primer lugar se
observa que de cada 10 delitos cometidos sélo se
denuncian cuatro y de éstos solamente en 3% de
los casos el delincuente es consignado. En el resto
de los casos, el entrevistado afirmé que después de
la denuncia “no hubo ningUn resultado”, “no pro-
cedié la denuncia” o ésta se encuentra en trédmite.
Si se considera el nimero consignados respecto
al total de delitos cometidos (denunciados o no),
resulta que la persona que comete un ilicito tiene
una probabilidad de que se le inicie un proceso de
sélo 1%. Esta situacién ya ha sido denunciada y
documentada ampliamente por la Comisién Na-
cional de Derechos Humanos y otros organismos
académicos y de la sociedad civil .3

Il. Evaluaciéon de la reforma 2008

Para disminuir la impunidad, para evitar la apli-
cacién de una justicia tardia y para colocar en el
centro de la accién penal la reparacion del dafio,
la reforma de 2008 propuso, entre otras cosas,
la creacién de un sistema adversarial, con juicios
orales y procedimientos alternos (con supervisién
jurisdiccional en los casos necesarios).

Segun la encuesta del cesop, sélo la mitad de los
entrevistados conoce que en 2008 se realizé una
reforma constitucional para que, entre otfras cosas,
los procesos penales se lleven a cabo mediante jui-
cios orales en todo el pais. Como se muestra en
el Cuadro 1, porcentajes cercanos a 50% consi-
3Véase, entre otros, Comisién Nacional de Derechos Humanos,
Segundo informe especial sobre el ejercicio efectivo del derecho
fundamental a la seguridad piblica en nuestro pais, México,

2008, disponible en www.cndh.org.mx (fecha de consulta: abril
de 2011).

deran que las autoridades han avanzado “poco”
en crear las condiciones para poner en marcha los
juicios orales, asi como en las tareas inherentes a
este proceso, tales como la profesionalizacién de
los policias para realizar tareas de investigacién, la
capacitacién de los ministerios pUblicos para valo-
rar pruebas, y el entrenamiento de los jueces para
conducir un juicio oral.

Pese a ello, como se observa en el Cuadro 2, exis-
ten expectativas favorables para el funcionamiento
de los juicios orales. Con un rango de entre 52 y
57%, los entrevistados consideran que dichos jui-
cios ayudardn a castigar a los culpables y liberar
a los inocentes, a evitar la corrupcién y a que los
procesos sean mds rdpidos.

Por Gltimo, la Gréfica 5 ilustra el resultado de reac-
tivos dedicados a conocer la prioridad otorgada
por la poblacién a diversas medidas para comba-
tir la delincuencia. Resulta relevante que la mayor
urgencia haya sido asignada a combatir la corrup-
cién; una accién que no depende directamente de
la reforma penal y que atafe por igual a los tres
6rdenes de gobierno.

Otras prioridades identificada por la poblacién, ta-
les como “aumentar los castigos” (84%) y otorgar
“pena de muerte en delitos graves” (59%) ilustra la
tendencia de opinién favorable a una mayor se-
veridad por parte del sistema penal, pese a que el
mexicano cuenta con sanciones mds altas de las
que existen en paises desarrollados.

El consenso alcanzado por otras acciones mues-
tra el acuerdo de la poblacién con diversas medi-
das puestas en marcha desde el gobierno federal
y distintos érdenes de gobierno locales; se trata
de las propuestas para incrementar la presencia
de militares y mejorar sueldos a los policias, asf
como otorgar mds presupuesto para armas y pa-
trullas.

Por ¢ltimo, resulta preocupante que un tercio de
los entrevistados considere “muy necesaria” la rea-
lizacién de “toques de queda”, lo cual significa el
sacrificio de libertades civiles en aras de lograr una
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Gréfica 3. éPresentd o no presentd
denuncia ante las autoridades?

pd

Si 18
Esta en trmite

Consignaron al delincuente

" . 21
No procedi6 la denuncia

57

Grdfica 4. ¢Cudl fue el resultado
de la denuncia que present?
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No hubo ningtn resultado

* Pregunta aplicada sélo a quienes dijeron haber sufrido algdn delito.
** Pregunta aplicada sélo a quienes dijeron haber denunciado algin delito.
Fuente: cesop, Encuesta sobre seguridad publica, op. cit.
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Cuadro 1. En los Gltimos tres afios, 2qué tanto se ha avanzado en ... (porcentajes)

60

59

Mucho | Poco | Nada
... contar con policias mds profesionales y capacitados para realizar sus
tareas de investigacién? 23 46 30
.. en capacitar y profesionalizorg !o.s agentes del Ministerio Péblico para 25 47 2%
reunir y valorar pruebas para un juicio?
... en capacitar a los jueces para actuar y conducir un juicio oral? 26 48 18
... crear las condiciones para poner en marcha los juicios orales? 26 50 18
Fuente: cesop, Encuesta sobre seguridad publica, op. cit.

Cuadro 2. ¢Qué tanto los juicios orales ayudardn a ... (porcentajes)

Mucho | Poco | Nada
... castigar a los culpables y liberar a los inocentes? 57 31 10
... evitar la corrupcién de las autoridades? 57 25 15
... que los proceso judiciales concluyan de manera mds rdpida? 52 35 11

Fuente: cesop, Encuesta sobre seguridad publica, op. cit.
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Grdfica 5. En su opinién, 2qué tan necesarias son las siguientes acciones a fin
de combatir la delincuencia (porcentajes que dijeron “muy necesarias”
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Fuente: cesop, Encuesta sobre seguridad puiblica, op. cit.

mayor seguridad; y que 16% se haya expresado a
favor de poner en marcha la “justicia por propia
mano”, lo cual ilustra el peligro latente de que en
las calles se sigan presenciando actos de lincha-
miento en contra de verdaderos o presuntos delin-
cuentes, o bien que las victimas incurran en ilicitos
con tal de reponer el agravio sufrido.

Una encuesta aplicada por Parametria en 2004
encontré que 42% de los entrevistados consideré
que la aplicacién de la justicia por propia mano es
algo “muy” o “algo” comun; en tanto, 72% consi-
deré que ello ocurre porque “saben que la autori-
dad no hard valer la justicia”.#

4 Parametria, “Justicia por mano propia”, con base en encuesta
nacional en vivienda, 960 entrevistas, nivel de confianza esta-
distica: 95%, margen de error: +/- 3.2%, fecha de levantamien-
to: del 23 al 25 de mayo de 2004.
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